EMPLEADOS POR CONTRATO: SALA DE LO CONSTITUCIONAL MANTIENE CRITERIO

782-2008 
Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia: San Salvador, a las diez horas con cincuenta y un minutos del día catorce de abril de dos mil diez. 

El presente proceso de amparo constitucional ha sido promovido por el abogado Henri Paul Fino Solórzano, actuando en calidad de apoderado general judicial del señor Gilberto Orellana Serpas, mayor de edad, Ingeniero Agrónomo, del domicilio de San Salvador; contra actuaciones del Tribunal de Servicio Civil, por considerar que se le han vulnerado sus derechos fundamentales de audiencia y al trabajo, manifestado concretamente a través del derecho a la estabilidad laboral. 

Han intervenido en la tramitación del proceso de amparo, además de la parte actora, la autoridad demandada y el Fiscal de la Corte. 

Leídos los Autos y Considerando: 

I. 1. Manifestó la parte actora en su demanda que reclama en contra del Tribunal de Servicio Civil por la emisión del Acuerdo número 8 de fecha 21-II-2008, mediante el cual los miembros de dicho Tribunal resolvieron dar por terminado, por vencimiento del plazo, el contrato de servicios profesionales que vinculaba al señor Orellana Serpas con la referida institución; dicha decisión –agrega– habría sido tomada, por un lado, obviando la existencia de un Acuerdo previo, de fecha 04-XII-2007, en virtud del cual se había “prorrogado” por seis meses la contratación del peticionario, hasta el 30-VI-2008, y, por otro lado, sin tramitar un procedimiento de conformidad con la Ley Reguladora de la Garantía de Audiencia de los Empleados Públicos no Comprendidos dentro de la Carrera Administrativa; lo cual conlleva –en su opinión– una vulneración a sus derechos de audiencia, al trabajo y a la estabilidad laboral. 

2. Mediante interlocutoria de las diez horas con veintiocho minutos del día 28-VII-2008, se admitió la demanda de amparo contra actuaciones del Tribunal de Servicio Civil, por presunta violación a los derechos fundamentales de audiencia y al trabajo, manifestado a través de la estabilidad laboral del peticionario, a quien se tuvo por parte. En el mismo auto se declaró sin lugar la inmediata y provisional suspensión del acto reclamado, por haberse consumado los efectos del mismo, y se pidió informe a la autoridad demandada, quien contestó que no eran ciertos los hechos que se le atribuyen. 

3. Por interlocutoria de las ocho horas con cinco minutos del día 25-VIII-2008, se les previno a los firmantes del informe elaborado por los miembros del Tribunal de Servicio Civil que acreditaran tal calidad; asimismo, se mandó a oír al Fiscal de la Corte, quien no contestó. 2 

4. Mediante oficio del día 18-IX-2008, los miembros del Tribunal de Servicio Civil presentaron la documentación requerida; en virtud de ello, mediante interlocutoria de las ocho horas del día 30-IX-2008, se tuvo por evacuada la prevención que se les formuló, se confirmó la resolución de las diez horas con veintiocho minutos del día 28-VII-2008, en virtud de las cuales se denegó la suspensión de los efectos de los actos reclamados, y se pidió nuevo informe a la autoridad demandada, de conformidad a lo establecido en el artículo 26 de la Ley de Procedimientos Constitucionales. 

5. Los miembros del Tribunal de Servicio Civil manifestaron, en lo esencial, que “habiéndose vencido el periodo de contratación de servicio personales del señor Gilberto Orellana Serpas, con cargo de Técnico Profesional I, asignado a la línea de trabajo 0101, Dirección Superior, según contrato número 01/07 y a la prórroga que se hiciera del mismo, por resolución número uno de fecha siete de enero del [año dos mil ocho], conforme lo prescribe el numeral 9º del artículo 83 de las Disposiciones Generales del Presupuesto; y según lo estipulado en el literal „a‟ de la cláusula quinta del referido contrato, así como en los puntos tres y cuatro de la agenda tratada por los Miembros de este Tribunal, el día trece de febrero del [año dos mil ocho]; en razón de lo anterior, este Tribunal en uso de sus facultades legales acordó dar por terminado en virtud del vencimiento del plazo, el contrato de servicios personales del señor Gilberto Orellana Serpas con este Tribunal a partir del uno de marzo del [año dos mil ocho]”. 

6. De conformidad a los artículos 27 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, se efectuaron los traslados correspondientes al Fiscal de la Corte y a la parte actora. 

El primero de ellos se limitó a manifestar que, dado que la autoridad demandada no había rendido los informes justificativos, no era posible que se pronunciara respecto al presunto agravio constitucional invocado por el impetrante. 

El segundo de ellos reiteró su pretensión en el presente proceso. Asimismo, manifestó que su “… relación con el Tribunal de Servicio Civil estaba determinada a través de un denominado „Contrato de Servicios Profesionales‟ con vigencia hasta el ya mencionado día treinta de junio de dos mil ocho, siendo que en razón de esto se invoca la protección constitucional con la que cuentan los empleados públicos bajo contrato…”. 

7. Mediante auto de las ocho horas con un minuto del día 05-III-2009, se abrió a pruebas el proceso por el plazo de ocho días, de conformidad con el artículo 29 de la Ley de Procedimientos Constitucionales; dentro del mismo, la parte actora y la autoridad demandada realizaron los alegatos que estimaron pertinentes, y ofrecieron sus elementos probatorios. 

8. Se corrieron los traslados contemplados en el artículo 30 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, habiendo respondido oportunamente el Fiscal de la Corte, 3 

la parte actora y las autoridades demandadas, que ratificaban los argumentos expuestos a través de sus anteriores escritos y, consecuentemente, sus respectivas pretensiones procesales. 

9. Habiéndose efectuado el procedimiento establecido en la Ley de Procedimientos Constitucionales, con fecha 04-IX-2009, el presente proceso quedó listo para sentencia. 

II. Esta Sala estima indispensable hacer algunas consideraciones relativas al objeto del presente proceso. 

De acuerdo a la admisión de la demanda y a los alegatos expresados por las partes, el control constitucional se circunscribirá al Acuerdo número 8 de fecha 21-II-2008, emitido por el Tribunal de Servicio Civil, a través del cual se resolvió dar por terminado, por vencimiento del plazo, el contrato de servicios profesionales que vinculaba al señor Orellana Serpas con dicha institución, sin tener en cuenta la existencia de un Acuerdo previo, de fecha 04-XII-2007, mediante el cual se habría “prorrogado” por seis meses la contratación del peticionario, hasta el 30-VI-2008, y, consecuentemente, sin tramitar un procedimiento de conformidad con la Ley Reguladora de la Garantía de Audiencia de los Empleados Públicos no Comprendidos dentro de la Carrera Administrativa. 

III. Aclarado lo anterior, es indispensable hacer algunas consideraciones relativas a los derechos que el demandante alega le han sido lesionados. 

1. El derecho de audiencia, de acuerdo a la jurisprudencia de esta Sala –Sentencias de Amparo 265-2007 Considerando III 1, 98-2006 Considerando II 1 C, 226-2004 Considerando IV, entre otras–, es un concepto amplio en cuya virtud se exige que, antes de proceder a limitar la esfera jurídica de una persona o a privársele por completo de un derecho, debe ser oída y vencida con arreglo a las leyes. 

El derecho de audiencia constituye una manifestación del acceso a la jurisdicción y posibilita que las personas puedan hacer valer sus derechos e intereses, por lo que se encuentra estrechamente vinculado con los demás derechos fundamentales. 

El fundamento del derecho de audiencia es dar a la persona, cuyos derechos resultarían previsiblemente afectados por un proceso, la posibilidad de pronunciarse al respecto de un modo relevante de cara al resultado del mismo. 

En tal sentido, el derecho de audiencia es una consecuencia del concepto del Estado de Derecho en el ámbito del proceso judicial o administrativo, pues la función de los tribunales o de la autoridad administrativa de dictar en derecho una sentencia definitiva en un caso concreto, no se puede llevar a cabo sin escuchar a la persona acusada o demandada, pues ello constituye un presupuesto para una decisión correcta. 

Por lo anterior, puede señalarse que existe violación al derecho de audiencia cuando el afectado no ha tenido la oportunidad real de pronunciarse en un caso concreto, 4 

privándosele de un derecho sin el correspondiente juicio o cuando en el mismo no se cumplen las formalidades procesales esenciales, vale decir, la oportunidad de defensa y oposición y la oportunidad probatoria. 

2. A. En cuanto a la estabilidad laboral, se ha sostenido –Sentencias de Amparo Ref. 299-2002 Considerando II 1 A, Ref. 226-2004 Considerando IV, entre otras– que implica el derecho de conservar un trabajo o empleo, el cual puede invocarse cuando concurran a su favor circunstancias como las siguientes: que subsista el puesto de trabajo, que el trabajador no pierda su capacidad física o mental para desempeñar el cargo, que éste se desempeñe con eficiencia, que no se cometa falta grave que la ley considere como causal de despido, que subsista la institución para la cual se presta el servicio y que, además, el puesto o cargo no sea de aquellos que requieran de confianza, ya sea personal o política. 

No obstante ser un derecho reconocido constitucionalmente, no implica que respecto de él no pueda verificarse una privación, ya que la Constitución no puede asegurar el goce del mismo a aquellos empleados que hayan dado motivo para decidir su separación del cargo, cuando el mismo no represente confianza, no dé garantía de buen acierto en el trabajo, o cuando concurran las otras razones dichas en el párrafo anterior. Sin embargo, hay que tener en cuenta que si bien el derecho a la estabilidad laboral no significa inamovilidad, previamente a una destitución o remoción, debe tramitarse un procedimiento en el que se aseguren oportunidades reales de defensa para el afectado. 

Es por ello que el derecho a la estabilidad laboral surte plenamente sus efectos frente a remociones o destituciones arbitrarias, realizadas con transgresión de la Constitución y las leyes; por el contrario, la estabilidad laboral se ve interrumpida o afectada, cuando concurre algún motivo que dé lugar a la separación del cargo que desempeñe. 

B. En relación a la estabilidad laboral de las personas que se encuentran vinculadas al Estado por medio de un contrato de trabajo, se ha sustentado –Sentencia de Amparo 148-2000 Considerando III a, Improcedencia 781-2008 Considerando II B, entre otras– que son titulares de dicho derecho fundamental en virtud de encontrarse dentro de una relación de supra subordinación de carácter público, así como por las funciones que desempeñan, que son propias de la actividad estatal, sin embargo, se ha establecido que en estos casos dicha estabilidad está sujeta además a la vigencia de plazo de dicho contrato. 

En efecto, el marco jurídico de la relación de supra subordinación entre el empleado público y la Administración es, precisamente, el contrato suscrito de común acuerdo entre los sujetos que se obligan; de tal suerte que el empleado público tiene conocimiento, desde el momento de su ingreso, las condiciones de éste, puesto que mientras no se incorpore a la Ley de Salarios, sus derechos y obligaciones emanan directamente de las cláusulas del contrato. 5 

Desde la perspectiva trazada, cabe apuntar para efecto del caso concreto, que la estabilidad laboral del empleado público que presta sus servicios a través de un contrato está condicionada al plazo de vigencia de aquél, el cual de acuerdo al artículo 83 numeral 9 de las Disposiciones Generales de Presupuestos, no puede durar más de un año ni prorrogarse más de dos meses; prórroga que a su vez debe realizarse por resolución y únicamente por el plazo de dos meses mientras se suscribe el nuevo contrato. 

En ese orden de ideas, el empleado público vinculado al Estado a través de contrato es titular del derecho a la estabilidad laboral, la cual implica, fundamentalmente, el derecho que poseen dichos servidores públicos a impedir su remoción arbitraria y discrecional por parte de sus superiores dentro del plazo de vigencia del contrato o de su eventual prórroga; por lo que una vez finalizado el mismo –es decir, extinguido su marco jurídico referencial–, éstos dejan de ser titulares de dicha categoría constitucional, pues no incorporan de de su esfera jurídica un derecho subjetivo a ser contratado otra vez o a ingresar forzosamente a la administración a través de plaza una vez finalizado el contrato o su circunstancial prórroga. 

IV. Concretando las consideraciones recién expuestas al caso que nos ocupa, se procede a realizar las acotaciones siguientes: 

1. Del análisis de los argumentos expuestos en la demanda y la documentación aportada al expediente judicial, es posible advertir que en el presente caso el marco jurídico de la relación laboral entre el peticionario y el Tribunal de Servicio Civil se encontraba determinado por un contrato cuya vigencia finalizó el día 31-XII-2007, posteriormente prorrogado solo para los meses de enero y febrero de dos mil ocho –en los términos del artículo 83 numeral 9 de las Disposiciones Generales del Presupuesto–. 

No obstante ello, existe la particularidad de que previo a la emisión de la resolución número uno de fecha 07-I-2008 –mediante la cual se prorrogó la vigencia del contrato–, se emitió el Acuerdo de fecha 04-XII-2007, en virtud del cual se conviene renovar por seis meses la contratación del peticionario, desde el 01-I-2008 hasta el 30-VI-2008, es decir, no se acuerda su prórroga como lo aduce parte actora en su demanda. 

2. Al respecto, se hace necesario hacer la distinción entre renovación y prórroga. En cuanto a la primera de ellas, implica la formación de una nueva relación jurídica entre las partes que la acuerdan, es decir, que la primera u originaria relación se extingue y debe realizarse una nueva de la misma naturaleza; la segunda de ellas, implica que la relación jurídica es la misma, sólo que se ha extendido el plazo de vigencia y, consecuentemente, se ha postergado su vencimiento. 

Lo anterior es concordante con lo determinado en el art. 83 de las Disposiciones Generales de Presupuestos respecto la contratación de servicios personales de carácter profesional o técnico. Por un lado, establece en su numeral 9 que “los contratos a que se refiere este artículo no podrán firmarse por períodos que excedan del 31 de diciembre de cada año; pero cuando las necesidades del servicio lo exijan podrán prorrogarse por resolución los contratos otorgados en el año anterior, no obstante haber finalizado su vigencia, sólo por dos meses mientras se suscribe el nuevo contrato, de ser necesario”; y por otro lado, establece una facultad del Estado de efectuar contratos de servicios personales, pero de manera excepcional, por lo que la procedencia de la referida contratación administrativa queda condicionada a la concurrencia del presupuesto que la habilita, es decir, que se refiera a labores propias de la profesión o técnica, no de índole administrativa, o que aun cuando sean de carácter profesional o técnico no constituyan una actividad regular y continua dentro del organismo contratante. 

De dicha disposición se extrae que si los contratos de servicios personales únicamente pueden ser suscritos por el período de un año, para ser renovados es necesario la elaboración de uno nuevo; asimismo, no obstante haber finalizado su vigencia y mientras se suscribe el nuevo instrumento contractual, se podrá prorrogar la vigencia del contrato sólo por dos meses. 

Ello implica que la emisión del Acuerdo de fecha 04-XII-2007, en virtud del cual se acuerda renovar por seis meses la contratación del peticionario, debe entenderse que constituye un acto administrativo unilateral con la prerrogativa de producir efectos jurídicos a futuro, es decir, sujeto a una condición suspensiva, como lo es la producción de un nuevo contrato. 

3. Por lo anterior, en el caso concreto, consta: a) que según la cláusula tercera del contrato celebrado entre el demandante y el Tribunal de Servicio Civil, la vigencia del mismo se circunscribió por el período de un año contado a partir del 01-I-2007 al 31-XII-2007; b) que se emitió el Acuerdo de fecha 04-XII-2007, en virtud del cual se acordó renovar por seis meses la contratación del peticionario, debiéndose elaborar un nuevo contrato; c) que habiendo vencido el plazo del contrato para el cual fue suscrito y de conformidad con el numeral 9 del artículo 83 de las Disposiciones Generales de Presupuestos, el Tribunal de Servicio Civil por resolución número 01 de fecha 07-I-2008, resolvió prorrogar por el período comprendido entre el día uno de enero al veintinueve de febrero de dos mil ocho, los contratos celebrados en el año 2007; d) que de conformidad con el Acuerdo número 8 de fecha 21-II-2008, los miembros del Tribunal de Servicio Civil resolvieron dar por terminado en virtud del vencimiento del plazo, el contrato de servicios personales del Ingeniero Gilberto Orellana Serpas, como Técnico Profesional I, a partir del 01-III-2008. 4. De ello podemos advertir que no estamos en presencia de un despido o destitución que necesitara para ello la aplicación del procedimiento establecido en la Ley Reguladora de la Garantía de Audiencia de los Empleados Públicos no Comprendidos dentro de la Carrera Administrativa, puesto que lo ocurrido simplemente fue la finalización de la vigencia del contrato, o en otros términos, la finalización de la vigencia de la prórroga otorgada por el Tribunal de Servicio Civil, la cual –como ya se ha mencionado– fue de dos meses, dado que el acuerdo de renovación estaba supeditado a la elaboración de un nuevo contrato, el cual nunca fue suscrito por las partes vinculadas por la relación laboral anterior. 

Como consecuencia de lo expuesto, resulta innecesario entrar a conocer si existió o no procedimiento previo, puesto que el derecho a la estabilidad laboral de la actora en el presente proceso de amparo finalizó con la vigencia de la prórroga otorgada por el Tribunal de Servicio Civil. Y es que la parte actora únicamente puede reclamar la tramitación de un procedimiento previo a la privación de su derecho a la estabilidad laboral dentro de la vigencia del contrato o dentro de su eventual prórroga, pero no después de finalizada la misma, pues el marco jurídico de la relación de supra subordinación establecía claramente el período de duración de dicha relación, no existiendo –bajo estas específicas circunstancias– un derecho constitucional a la estabilidad laboral cuando no se ha renovado el contrato de servicios personales, o un derecho a exigir la renovación del contrato. 

Finalmente, y analizados los hechos desde la perspectiva trazada, esta Sala concluye que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental al peticionario, por cuanto no ha existido el despido o destitución alegada y, en consecuencia, no se le ha violado el derecho a la estabilidad laboral y el derecho de audiencia, teniendo que desestimarse lo solicitado en la demanda. 

POR TANTO: Con base en las razones expuestas y en aplicación de los artículos 32, 33, 34 y 35 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, a nombre de la República, esta Sala FALLA: (a) Declarase que no ha lugar el amparo solicitado por el abogado Henri Paul Fino Solórzano, actuando en calidad de apoderado general judicial del señor Gilberto Orellana Serpas, mayor de edad, Ingeniero Agrónomo, del domicilio de San Salvador; contra actuaciones del Tribunal de Servicio Civil, por no existir las violaciones constitucionales alegadas; y (b) Notifíquese.- 

---J. B. JAIME---F. MELÉNDEZ---J. N. CASTANEDA S.---E. S. BLANCO R.---R. E. GONZÁLEZ B.---PRONUNCIADO POR LOS SEÑORES MAGISTRADOS QUE LO SUSCRIBEN---E. SOCORRO C.---RUBRICADAS
EMPLEADOS POR CONTRATO: CRITERIO SALA DE LO CIVIL

42-Ap-2006 

Ca. 28 Lab 

SALA DE LO CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las nueve horas del dos de julio de dos mil siete.

El presente recurso de apelación ha sido interpuesto por la Licenciada CARMEN HAYDEE PADILLA BONILLA, en su calidad de Agente Auxiliar del Fiscal General de la República, contra la sentencia definitiva pronunciada a las quince horas y treinta minutos del veintiséis de julio del año dos mil seis, por la Cámara Segunda de lo Laboral, en el juicio individual ordinario de trabajo, promovido por la Licenciada SILVIA MARGARITA QUINTANILLA TICAS, en su calidad de Procuradora de Trabajo, en nombre y representación del señor NASIMM NAZZRY YALlLD ALABI, contra el Estado de El Salvador, en el Ramo de Gobernación, representado legalmente por el Fiscal General de la República, Licenciado FELlX GARRID SAFIE, reclamándole indemnización por despido injusto y otras prestaciones laborales.

Han intervenido en Primera Instancia, el demandante-apelado por medio de la Licenciada Silvia Margarita Quintanilla Ticas y el demandado-apelante, por medio del Licenciado Herber Ernesto Montoya Salazar y Licenciada Carmen Haydee Padilla Bonilla; y en Segunda Instancia, las Licenciadas Quintanilla Ticas, y Padilla Bonilla, en las calidades antes mencionadas.

VISTOS LOS AUTOS, Y 

CONSIDERANDO:

1.- Que la Procuradora de Trabajo en su demanda de folios 1 de la pieza principal, expresa: """""""En mi calidad de Procuradora de Trabajo vengo a promover juicio ordinario individual de trabajo en nombre y representación del trabajador NASSIMM NAZZRY YALlLD ALABI, de veintiocho años de edad, estudiante, Salvadoreño, del domicilio Nueva San Salvador, contra EL ESTADO DE EL SALVADOR EN EL RAMO DEL MINISTERIO DE GOBERNACION de este domicilio, representado legalmente por el FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA FELlX GARRID SAFIE, mayor de edad, de este domicilio, pudiendo ser notificado, citado y emplazado dicho Estado, en la FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, ubicada en Cuarenta y Nueve Avenida Sur, Colonia Flor Blanca, en esta ciudad, lugar donde habitualmente atiende sus negocios el demandado.----- Mi representado ingresó a laborar para y a las ordenes del demandado el día catorce de diciembre de dos mil cuatro, por medio de contrato a plazo con un ultimo que vencía el día treinta y uno de marzo del corriente año, laborando en concepto de Oficial de Migración, desarrollando sus labores en: la Frontera de la Hachadura, departamento de Ahuachapan, consistiendo sus labores en: verificar documentos de viajes (CA4) de las personas que entran y salen del país, sellar y verificar pasaportes, estando sujeto a una jornada de trabajo de ocho horas diarias, y con un horario de trabajo asi (sic): lunes diez de la mañana diez de la noche, de martes de esa misma semana a lunes de la siguiente seis de la mañana a diez de la noche, descansando de martes a domingo, y, así sucesivamente; devengando un salario de quinientos cuarenta y ocho dólares con cincuenta y siete centavos mensuales, los cuales le eran cancelados en forma mensual y por medio de deposito en cuenta de ahorros del Banco Agrícola.---- Pero es el caso que fue citado a las catorce horas y treinta minutos del día veintidós de marzo por la Lic. LESLIE CECILIA DE MORALES, quien es la Coordinadora de la Unidad de Recursos Humanos del Ministerio de Gobernación, ubicado en Centro de Gobierno, San Salvador, para entregarle una nota de fecha dieciséis de marzo del año en curso, donde el Ingeniero JORGE SANTIVÁÑEZ HUETE, quien es el DIRECTOR GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERIA, quien tiene facultades de contratar, despedir, administrar y dirigir trabajadores, le manifestaba a mi representado que a partir del TREINTA Y UNO DE MARZO DE DOS MIL SEIS, el contrato de trabajo celebrado entre su persona y el Ministerio de Gobernación, no seria (sic) prorrogado, en consecuencia la relación laboral originada de tal documento quedaba finalizada el día TREINTA Y UNO DE MARZO DEL PRESENTE AÑO, habiendo laborado mi representado efectivamente durante toda su jornada laboral hasta el día treinta y uno de marzo de dos mil seis. ----- Al respecto, cabe aclarar que las labores realizadas por mí representado son de carácter continúa (sic) y permanente dentro del referido Ministerio específicamente en la Frontera de la Hachadura, produciendo ello el efecto de estar en presencia de un contrato laboral, cuyo plazo de vigencia estipulado no es válido, ello de conformidad al Artículo veinticinco del Código de Trabajo, por lo que debe tenerse como fecha de inicio de la relación laboral el día catorce de diciembre de dos mil cuatro, fecha que unió laboralmente a mi representado con el referido Ministerio.--
- Por tanto, al realizarse un despido el día treinta y uno de marzo del corriente año, so pretexto del vencimiento del plazo ilegalmente establecido en el respectivo contrato, no tiene otro equivalente más que el de un despido de hecho, trayendo como consecuencia la obligación por parte del empleador de cancelar la correspondiente indemnización y demás prestaciones accesorias por despido injustificado. """""""

II.- Admitida que fue la demanda se citó a las partes a conciliación, la que no se llevó a cabo debido a la inasistencia de la parte demandada, según consta a fs. 16 de la pieza principal. A continuación, el proceso siguió con la contestación de la demanda en sentido negativo; la apertura del termino probatorio y la oposición de la excepción perentoria de terminación de contrato sin responsabilidad para el patrono por vencimiento del plazo contratado, hasta el dictado de la sentencia impugnada.

III.- La Cámara Segunda de lo Laboral en su fallo expresa: """''''''''POR TANTO: en base a lo dicho; y, a lo que para tal efecto disponen los Arts. del 416 al 419 y 370 del Código de Trabajo, en relación con el Art. 432 del Código de Procedimientos Civiles, esta Cámara, a nombre de la República, FALLA: Condénase al ESTADO DE EL SALVADOR, EN EL RAMO DE GOBERNACION, a pagar al actor las siguientes cantidades: SETECIENTOS DIEZ DOLARES OCHENTA Y NUEVE CENTAVOS DE DÓLAR, en concepto de indemnización por despido injusto; CIENTO CINCO DOLARES CINCUENTA Y UN CENTAVOS DE DOLAR, en concepto de vacación proporcional; CINCUENTA Y CINCO DOLARES ONCE CENTAVOS DE DÓLAR, en concepto de aguinaldo proporcional; y, SEISCIENTOS CUARENTA DOLARES, en concepto de salarios caídos de esta instancia. HAGASE SABER."""""''''

IV.- No conforme con el fallo, la Licenciada Padilla Bonilla recurre en apelación, expresando: ''''''''''''''''Que el día veintisiete de los corrientes fui notificada del fallo de la honorable Cámara en la que literalmente condena al Estado de El Salvador en el ramo de Gobernación a pagar al actor las siguientes cantidades (...). Siendo que no estoy de acuerdo con lo anterior vengo ante su digna autoridad a apelar de la referida resolución vengo a apelar de la misma para ante la Sala de lo Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia.''''''''''''''''

Al comparecer en esta instancia, la recurrente expresó: """"" Que en mi calidad de Agente Auxiliar del Señor Fiscal General de la República, tal como lo comprobé en Primera Instancia legitimando mi personería con la que en original en el Juicio Individual de referencia 29-E-2006, que en la Cámara Segunda de lo Laboral se instruyó, y de la cual ya existe sentencia, vengo a mostrarme parte en mi calidad de Apelante y en este sentido manifiesto que no estoy de acuerdo con la resolución que condena al Estado de El Salvador a pagar al trabajador NASIMM NAZZRY YALID (sic) ALABI: ----- I- El Señor Juez A-quo manifestó en su resolución que condena al Estado de El Salvador a pagar al trabajador NASIMM NAZZRY YALID (sic) ALABI las cantidades siguientes así: SETECIENTOS DIEZ DOLARES OCHENTA Y NUEVE CENTAVOS DE DÓLAR, en concepto de indemnización por despido injusto; CIENTO CINCO DOLARES CINCUENTA Y UN CENTAVOS DE DÓLAR, en concepto de vacación proporcional; CINCUENTA Y CINCO DOLARES ONCE CENTAVOS DE DÓLAR, en concepto de aguilando (sic) proporcional; y SEISCIENTOS CUARENTA DOLARES, en concepto de salarios caídos. De la cual no estoy conforme con dicho fallo; porque los Magistrados Miembros de la Cámara Segunda de lo Laboral, fundamentar su resolución con base al Pliego de Posiciones que debió ser absuelto por el señor Fiscal General de la República, según consta en autos, como consecuencia de la contumacia declarada en su contra (sin haberse tenido en cuenta que el art 463 del C. De Tr. Literalmente establece que "Puede pedirse posiciones al representante patronal actual………..) de lo que se desprende que no es el Señor Fiscal el Representante Patronal pues lo único que hace es defender los intereses del Estado pero no ha contratado al trabajador ni sabe nada sobre su desempeño por lo que no podría bajo ningún punto de vista absolverlo ni en primera ni en segunda cita, mas aun si debe prestar juramento sobre lo que va a declarar y nadie declara sobre lo que no sabe, y es que, el que absuelve las mismas deberá prestarlo obligatoriamente hasta desconoce físicamente al trabajador pues no ha sido su patrono; en la historia salvadoreña no ha habido un caso en que el "apoderado" absuelva en lugar del patrono, pues ese es el papel que juega el Fiscal General en este caso, también no debe perderse de vista que las posiciones son de tipo personal solo las puede responder el Representante Legal de la Sociedad (entiéndase patrono o con quien se ha firmado un contrato de trabajo) o el que representa a determinada entidad, según el pacto social o el decreto de formación, siendo entonces pues que no puede el Fiscal General responder algo que desconoce, defender el Estado no es defender el cargo que alguien detenta en un momento determinado y que va existe jurisprudencia de esa Honorable Sala en cuanto al referido Pliego de Posiciones, ya que según fallo de Apelación número 453 Cámara Primera de lo Laboral Apelación en el Romano III, Resolvió: a Juicio de esta Sala y tal como se ha señalado en muchas fallas, es procedente entender que si bien conforme al Art. 376 inc. 1º Pr.C., las preguntas del Pliego de Posesiones (sic) deben referirse a hechos personales del absolvente, esto es así cuando se ha demandado en su carácter personal, y no como el presente caso, que el señor Fiscal General de la República fue citado a absolver posiciones como Representante Legal del Estado; en tal caso los hechos sobre los cuales debía responder serían aquellos que tengan relación con la actividad que desarrolla el Estado y que guarda conexión con el asunto en disputa, para el caso el despido injustificado de que fue objeto el trabajador MANUEL DE JESÚS AMAYA BURGOS, de tal forma que las preguntas del Pliego de Posesiones (sic) no se no se refieren ha (sic) hechos personales de (sic) absolvente, sino ha (sic) hechos concernientes al ente representado. ---- "Aceptar, el razonamiento de la Cámara Primera de lo Laboral, en relación a las posiciones, continua (sic) diciendo dicha resolución, contraviene la Teoría de la Representación de las personas Jurídicas, tal como se han estructurado las presentes del Pliego de Posesiones (sic) hechas al Fiscal General de la República, se advierte una clara intención de provocar en el absolverte (sic) la pretendida confesión sobre el hecho en torno el (sic) cual se sustenta este proceso; vale decir, el despido del demandado, no obstante es un exceso de discrecionalidad", y considero que el presente caso, es de igual similitud por resolver los magistrados fundamentando su fallo conforme al pliego de posiciones. ----- Es de considerar Honorables Magistrados, que el Juez A-quo en muchos procesos contra el Estado de El Salvador, ha pronunciado sus fallos basándose únicamente en la confesión ficta del Fiscal General de la República, y de esa forma condenando al Estado a pagar cuantiosas sumas de dinero basándose en una clara intención de provocar en el absolvente la pretendida confesión sobre el hecho, cuando se tiene claramente establecido en el proceso que no fue él en el carácter personal que efectúo (sic) el despido del trabajador.

Aunado a dicho razonamiento, en el libro "LA PRUEBA EN EL PROCESO CIVIL", de Fernando Escribano Mora, 1ª Ed.- San Salvador El Salvador: Consejo Nacional de la Judicatura, paginas (sic) 108 y 109, bajo el nema: persona jurídico (sic) públicas se menciona lo siguiente: "Es paradigmático el caso de las personas jurídicas públicas, porque en la práctica es igualmente frecuente que quien tiene la representación formal de las personas jurídica (sic) pública (sic) no es quien ha intervenido en relación. Es decir que por ejemplo, en los supuestos de relaciones de derecho privado o laboral de una persona pública, aunque formalmente sea el titular de la Institución o Ministerio la "única" persona que legalmente puede representar a la institución u organismo público esta sea precisamente la persona a quienes sus responsabilidades no le permitan conocer el día a día del desenvolvimiento de una relación jurídica. Combinado lo anterior, como resaltábamos anteriormente, con la rígida regulación de la ficta confesión en el Ordenamiento Procesal Salvadoreño, puede dar lugar a soluciones injustas; Porque el confesante cuando contesta que ignora una pregunta dice la verdad pero por otro lado no se permite legalmente que otra persona represente a la institución y sin embargo el Juez ha de considerar confeso al declarante". ----- Obviamente se comparte la opinión de la Sala en ese sentido pues es el caso del señor NASIMM NAZZRY YLLID (sic) ALABI. Y es que no puede negarse que hubo simplemente una terminación de contrato sin responsabilidad para el patrono puesto que nos estamos refiriendo a un contrato de prestación de servicios (de obra), en base al presupuesto vigente. No pudiendo perderse de vista que en la cláusula cuarta reza el plazo para la prestación de servicios y ésta contempla del uno de enero al treinta y uno de marzo del presente año. Todo en base a los arts 83 y 84 del C. De Tr. --- DEL REGIMEN DE LOS EMPLEADOS PUBLICOS y LA ESTABILIDAD LABORAL ---- El Estado para la consecuencia (sic) de sus fines necesita la concurrencia de personas naturales, que se denominan servidores públicos, entendidos como toda persona que colabora o contribuye a que se lleven a cabo las distintas funciones estatales o municipales.---- La relación entre los servidores públicos con el Estado puede tener diversos origines (sic). La Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de las catorce horas y seis minutos expuso: "La relación entre los servidores públicos... y el Estado se origina, ya sea a partir de la celebración de un Contrato Individual de Trabajo, de un Acto Administrativo de Nombramiento, o bien de un contrato de naturaleza civil, independientemente como ya se haya originado el vínculo entre las partes, derivan derechos y obligaciones entre estas, las cuales estarán sujetas a regímenes distintos.--- En muchas resoluciones la Sala de lo Contencioso Administrativo ha expuesto que las personas que se vinculan con la Administración mediante la suscripción de un contrato tiene el carácter de servidores públicos, cuando la actividad que realizan encaja en el Regímen Común de Empleo Público. En este orden de ideas, la estabilidad laboral del empleado por contrato no puede entenderse en los mismos términos que aquellas que desempeñan un empleo o plaza que aparezca en la Ley de Salarios para quienes hay estabilidad o permanencia indefinida, salvo causa legal. En cambio para el empleador (sic) por contrato, la estabilidad está determinada por términos del mismo.---- Como Regla General el Contrato esta (sic) sometido a un plazo, que el empleado conoce y acepta, en el cual la relación termina por una decisión unilateral de la administración, en el caso de los contratos existió mutuo consentimiento en el plazo la duración estipulado. Es claro que después de la finalización de dicho plazo, no existe un "Derecho a ser recontratado" por un nuevo período.''''''''''''

V. ANÁLISIS DEL RECURSO

Visto el juicio y lo expresado por las partes, esta Sala hace las siguientes consideraciones:

La apelante centra el agravio en dos aspectos: a) Que la confesión hecha por el Fiscal General de la República no es el medio de prueba idóneo para establecer la relación laboral del trabajador con su representada, pues no se refiere a hechos personales del señor Fiscal General de la República, y éste no podría conocer en su totalidad sobre las personas que laboran para los distintos Órganos del Estado y Ministerios por lo que la misma no merece fe; y, b) Que la valoración de la Cámara a quo, sobre la excepción de terminación de contrato sin responsabilidad para el patrono por vencimiento del plazo contratado, alegada en tiempo y forma, no es conforme a derecho, en virtud que a su juicio, la estabilidad del empleado por contrato está determinada por términos del mismo, y por ello, al vencerse el plazo de finalización de contrato, no tiene derecho a ser recontratado por un nuevo período.

Previo a proceder con el análisis de los mismos, por ser estos los únicos puntos apelados, es necesario determinar el iter lógico de esta sentencia, en el sentido que el primer punto de análisis, es el referido a la valoración de la excepción de terminación de contrato sin responsabilidad para el patrono por vencimiento del plazo contratado, puesto que de ser procedente lo alegado por la recurrente sobre el particular, seguidamente se dictaría el pronunciamiento respectivo, y no existiría razón alguna de conocer el segundo punto apelado; únicamente en caso de desestimarse lo anterior, se procederá al análisis del otro punto, en lo relativo a que la confesión ficta del Fiscal General de la República, no es prueba idónea para determinar los extremos de la demanda.

En cuanto al primer punto de análisis, es decir la valoración por parte de la Cámara Segunda de lo Laboral sobre la excepción de terminación de contrato sin responsabilidad para el patrono por vencimiento del plazo contratado, la apelante dijo: "... Que habiéndose presentado el contrato de trabajo entre el señor NASIMM NAZZRY YALID (sic) ALABI y el MINISTERIO DE GOBERNACIÓN, se pretende comprobar que dicho contrato fue celebrado a plazo por lo que es procedente alegar la excepción de terminación de contrato sin responsabilidad para el patrono por ser un contrato de obra".

Por su parte la Cámara dijo: "….La parte reo opuso a folios 44, la excepción de terminación del contrato sin responsabilidad para el patrono, pero ésta no puede prosperar porque con las pruebas relacionadas, ha quedado demostrado que el trabajo del actor se ha venido desempeñando en forma continua e ininterrumpida desde el catorce de diciembre de dos mil cuatro, tal y como lo aceptó el Fiscal General con la respuesta a la pregunta 3 del correspondiente pliego de posiciones. Además se ha comprobado que la labor del actor es de carácter permanente, dada la naturaleza de la misma de ser Oficial de Migración en la institución que laboraba, por lo que tiene total aplicación el Art. 25 del C.T.;..."

De lo expuesto en el párrafo anterior se advierte claramente que la excepción planteada por la ahora apelante, fue examinada por el a-quo conforme a derecho corresponde, por lo que no es cierto lo afirmado en cuanto a que la estabilidad de los servidores públicos por contrato dependa de los términos en que se haya celebrado el contrato mismo.

Ciertamente la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que "la estabilidad laboral del empleado que entra a prestar servicios, a través de contrato, estará condicionada por la fecha de vencimiento establecida en él; es decir, que su estabilidad laboral como empleado público está matizada por la vigencia del contrato; por lo que, una vez finalizado el mismo, el empleado público por contrato deja de tener su estabilidad laboral" (Fallo: 938-1999, del 25/4/2000, s/amparo).

Así también, dicha Sala afirma que "los empleados públicos por contrato tienen un derecho constitucional a la estabilidad que consiste, fundamentalmente, en el derecho que poseen dichos servidores públicos a impedir su remoción arbitraria y discrecional por parte de sus superiores, dentro del plazo de vigencia del contrato; para concluir que, el empleado público vinculado al Estado, a través de contrato, es titular del derecho a la estabilidad laboral únicamente durante la vigencia del contrato (Fallos: 257-2000; 468-2000, de fecha 11/10/2001, s/amparo).

Sin embargo, el criterio sostenido por la Sala de lo Constitucional y la Sala de lo Contencioso Administrativo, ha sido superado por la doctrina moderna, la cual ha trazado toda una línea argumental considerando la situación del denominado personal contratado por la Administración Pública, que cumple en verdad tareas correspondientes al personal permanente, y al que se niega ilegítimamente el de0recho a la estabilidad, carrera y promociones, como algunas formas de fraude laboral por parte del Estado.

Y es que la determinación de si una relación entre partes tiene o no naturaleza laboral, en absoluto puede depender de cómo la denominan o califiquen las partes, sino que deriva de la auténtica realidad del negocio jurídico en cuestión, puesto que los contratos son lo que por sí son y no lo que las partes afirman, éstos tienen la naturaleza que les es propia.

Así se explica que en la categoría de personal "contratado" debe ser encuadrado solamente quien presta servicios que, además de ser de carácter profesional o técnico, por su naturaleza y transitoriedad, no constituyen una actividad regular y continua dentro del organismo contratante. En ese sentido, cuando el trabajador está sujeto a un contrato por servicios personales de carácter permanente en la Administración Pública, debe entenderse que dicha contratación ha sido por tiempo indeterminado y que le otorga el derecho a la estabilidad en el cargo, de conformidad al Art. 219 Inc. 2º Cn.
Por esa razón, aunque el demandado sea un ente público es justo aplicar al caso concreto, el derecho laboral, cuando la contratación continuada se aplica para la realización de tareas propias del personal permanente, implicando esta situación simplemente una máscara fraudulenta para privar al trabajador de la estabilidad que le hubiese correspondido.

Cuando la contratación es fraudulenta y desprovista de toda legitimidad, tendiente exclusivamente a cercenar derechos del trabajador, la estabilidad del empleo público y la protección contra el despido arbitrario, en oposición a los derechos expresados en la Constitución, no puede hacerse valer la voluntad expresada por las partes o por tales contratos, de por si carentes de toda validez, a lo cual debe añadirse que en materia laboral, importa lo que ocurre en la práctica más que lo que las partes hayan pactado en forma más o menos solemne o expresa o lo que luzca en instrumentos o formularios.

En tales casos excepcionales corresponde aplicar la norma de rango superior que garantiza a todo trabajador público o privado, la protección contra el despido sin causa justificada, por medio de una indemnización (Art. 38 ordinal 11º Cn.)

A juicio de la Sala, las labores de Oficial de Migración que desempeñaba el demandante, constituyen una actividad regular, continua y de naturaleza administrativa en el Ministerio de Gobernación, de manera que el contrato de servicios personales de que se trata se ha otorgado en contravención a lo estipulado en el Art. 83 de las Disposiciones Generales de Presupuestos, ya que no se trata de un servicio de carácter profesional o técnico, sino administrativo y de carácter permanente.

Cuando la contratación se hace como en el caso que se examina, con fraudulenta desviación del cauce legal previsto, como sucede en los supuestos en que la contratación administrativa se acoge formalmente a las Disposiciones Generales de Presupuestos (Art. 83), en relación con alguno de los requisitos que menciona, pero el trabajo efectivamente prestado consiste en servicios que no tienen carácter de profesionales o técnicos o que aún siéndolo, no son de carácter eventual sino permanentes, ésta se convierte en un verdadero fraude de ley. Al vaciar de contenido normativo las disposiciones que rigen la situación de temporalidad en las vinculaciones contractuales con la Administración Pública, el contrato se convierte en contrato laboral indefinido.
Aclarado lo anterior, es preciso traer a cuento lo sostenido por este Tribunal en reiteradas ocasiones, en el sentido de que de conformidad al Art. 25 C. de T. "Los contratos relativos a labores que por su naturaleza sean permanentes en la empresa, se consideran celebrados por tiempo indefinido, aunque en ellos señale plazo para su terminación. La estipulación de plazo sólo tendrá validez en los casos siguientes: a) Cuando por las circunstancias objetivas que motivaron el contrato, las labores a realizarse puedan ser calificadas de transitorias, temporales o eventuales; y b) Siempre que para contratar se hayan tomado en cuenta circunstancias o acontecimientos que traigan como consecuencia la terminación total o parcial de las labores, de manera integral o sucesiva. A falta de estipulación, en el caso de los literales anteriores, el contrato se presume celebrado por tiempo indefinido."

Bajo esa línea y no siendo válido lo expuesto como fundamento de la excepción alegada, a juicio de esta Sala, debe desestimarse la misma, haciéndose énfasis en que desde ningún punto de vista puede admitirse que las labores desarrolladas por el demandante tengan algún atisbo de eventualidad, con todo y lo que el contrato escrito pueda contener. Concluir lo contrario sería negarle eficacia al espíritu garantista plasmado en el precitado Art. 25 C. de T., mediante el cual se impide que un formalismo prevalezca sobre una realidad tal como la doctrina considera el contrato de trabajo cuando existe una concreta y objetiva prestación de labores.

Ahora bien, como consecuencia de lo anterior, conviene analizar el otro punto recurrido.

En ese sentido, este Tribunal advierte, que al circunscribirse la revisión del proceso al punto alegado, conforme al Art. 1026 Pr.C., se limita el control de razonamiento al objeto que la recurrente pretende impugnar (tantum devolutum quantum appelatum), esto es, que la confesión ficta del Fiscal General de la República no es el medio de prueba idóneo para establecer los extremos de la demanda.

Sin embargo, se colige del planteamiento del objeto impugnado, que la relevancia de este análisis procede, únicamente en caso que en el proceso de primera instancia no concurran otras pruebas pertinentes o presunciones de derecho que establezcan de igual forma los extremos de la demanda por sí mismas o ellas en conjunto, o que habiéndolas, necesiten de la valoración conjunta con la confesional para probar los hechos de que se traten; y es que en nada aprovecharía analizar la prueba confesional por sí misma, si además consta en autos, otros medios probatorios fehacientes que de igual manera establezcan los extremos, indistintamente que concurra la prueba por confesión; lo anterior, de conformidad al sistema de la sana crítica privativo en materia laboral. Art. 461 C.T.

De ahí, que si se establece que una prueba no es determinante, resulta irrelevante la tesis que el juzgador causa agravios, por considerarla erróneamente u omitirla en sus valoraciones, siempre que ésta no sea el único medio probatorio, o que sea imprescindible para apreciarla en relación con cualquier otro, para establecer los hechos controvertidos; consecuentemente, se hace necesario la revisión del proceso con el objeto de determinar la existencia de otras pruebas y si su valor probatorio es tal, que permitan prescindir de la confesional.

En efecto, consta en autos la siguiente prueba documental presentada por la parte demandante: a) Nota de despido, de fecha dieciséis de marzo de dos mil seis, expedida en esta ciudad, con firma del Ingeniero Jorge Santibañez Huete, Director General de Migración y Extranjería, y el respectivo sello de acreditación, agregada a fs. 2 de la pieza principal, por la cual se le informa al trabajador Nassim Nazzry Yalild Alabi, que el contrato de trabajo no será prorrogado, y que la relación laboral originada de tal documento, queda finalizada el treinta y uno de marzo de dos mil seis; b) Constancia de Trabajo, expedida en esta ciudad al trabajador demandante, a los tres días de abril de dos mil seis, por la Licenciada Leslie Cecilia de Morales, Coordinadora de la Unidad de Personal de la Dirección General de Migración y Extranjería, quien firma y estampa el sello de acreditación respectivo, agregada a fs. 30 p.p., y que en lo medular dice: "El señor Nasimm Nazzry Yalild Alabi ingresó a trabajar a esta Institución el día 14 de Diciembre de 2004 hasta el 31 de Marzo del presente año, desempeñando las funciones de Oficial".

Siguiendo esa línea, también corren agregadas las pruebas documentales presentadas por la parte demandada, y que consisten en: c) Nota informativa, agregada a fs. 38 p.p., firmada por la Licenciada Nora Centeno de Bell, Jefe de Unidad Jurídica del Ministerio de Gobernación, con el respectivo sello de acreditación, comunicando que "...sobre la relación laboral del señor NASSIMM NAZZRY YALILD ALABI, hago de su conocimiento que según el Departamento de Recursos Humanos de este Ministerio, dicho señor se desempeñó como Oficial de Migración y cesó en sus funciones al vencerle el período para el cual fue contratado. ---- Asimismo le remito copia certificada del correspondiente contrato, y de la resolución por medio del cual le notifica la no prórroga del mismo, a efecto deque (sic) le permita una mayor ilustración de los hechos"; d) Certificación del Contrato de Prestación de Servicios Personales FAE N°07/2006, de fs. 39 a 43 p.p., el cual establece entre otros datos, que el Gobierno de El Salvador celebra dicho contrato el veintisiete de enero de dos mil seis, con el contratista NASIMM NAZZRY YALILD ALABI, y que éste es contratado bajo el cargo nominal de OFICIAL, devengando un salario mensual de seiscientos ochenta y cinco dólares y setenta y un centavos de dólar, quinta categoría, en el plazo comprendido del uno de enero al treinta y uno de marzo de dos mil seis; e) Nota de remisión de PARTIDA CONTABLE CERTFICADA, abierta a favor del trabajador demandante, firmada por Delmer Edmundo Rodríguez Cruz, con el sello de la Dirección Ejecutiva del Ministerio de Gobernación, de fecha once de junio de dos mil seis, agregada a fs. 48; f) Partida Contable, certificada por el Jefe del Departamento de Contabilidad del Ministerio de Gobernación, el diez de julio de dos mil seis, abierta según Presupuesto General de la Nación, a favor del trabajador demandante.

Pues bien, para analizar la documental, este Tribunal estima conveniente determinar tres aspectos: 1) el tipo de documento agregado como prueba; 2) si la prueba documental referida tiene valor de plena prueba; y, 3) si dicha prueba establece los extremos de la demanda.

El Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en materia laboral, clasifica los instrumentos en públicos, auténticos y privados. Art. 254 Pr.C.; y en las disposiciones siguientes, desarrolla lo que se entiende por cada uno de ellos; así, en el Art. 255, establece que "Los instrumentos públicos deben extenderse por la persona autorizada por la ley para cartular y en la forma que la misma ley prescribe".
El Art. 260 Pr.C., en lo pertinente, reza: "Hacen plena prueba, salvo los casos expresamente exceptuados, los instrumentos auténticos. Se entienden por tales: 1º Los expedidos por los funcionarios que ejercen un cargo por autoridad pública en lo que se refiere al ejercicio de sus funciones; 2º Las copias de los documentos, libros de actas, catastro y registros que se hallen en los archivos públicos expedidas por los funcionarios respectivos en la forma legal; 3º Las certificaciones sobre nacimientos, matrimonios y defunciones, dadas con arreglo a los libros por los que los tengan a su cargo; y 4º Las certificaciones de las actuaciones judiciales de toda especie, las ejecutorias y los despachos librados conforme a la ley. "

Finalmente, el Art. 264 de la norma citada, señala que: "Son instrumentos privados los hechos por personas particulares, o por funcionarios públicos en actos que no son de su oficio. "

Al cotejar los instrumentos descritos y las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles citadas, se colige, que al desempeñarse los firmantes de tales documentos, en las fechas respectivas de su expedición, como autoridades públicas y en atención a las funciones de su cargo, dichos documentos concuerdan con lo descrito por el legislador en el ordinal primero del Art. 260 Pr.C., esto es, instrumentos auténticos, expedidos por funcionarios que ejercen un cargo de autoridad pública en lo que se refiere al ejercicio de sus funciones.

Determinada la clase de instrumento de las pruebas en estudio, conviene ahora desarrollar en segundo lugar, si dichos instrumentos tienen valor de plena prueba.

0a doctrina define al Instrumento Auténtico como todo escrito, papel o documento que se haya autorizado de manera que haga fe y deba ser creído, pues, etimológicamente la palabra auténtico, de origen griego, vale lo mismo que cosa autorizada o de fe cierta. En ese sentido, reiterada jurisprudencia sostiene que la presunción de veracidad de los actos de la administración pública, lleva al demandado necesariamente a destruir esa presunción, probando que los hechos que se consignan, no lo son en esa forma.

Tratándose de la valoración de la prueba instrumental, el Art. 402 inciso primero C. de Tr. dispone que: "En los juicios de trabajo, los instrumentos privados, sin necesidad de previo reconocimiento, y los públicos o auténticos, hacen plena prueba; salvo que sean rechazados como prueba por el juez en la sentencia definitiva, previos los trámites del incidente de falsedad."

Del estudio del proceso, se verifica que el trabajador demandante incorporó la prueba documental, ab initio, junto a la demanda y, en el término de prueba, quedando la parte demandada habilitada para su impugnación a través del trámite del incidente de falsedad, derecho que no hizo valer, puesto que en ningún momento redarguyó de falsos los instrumentos agregados en legal forma en el proceso, aún más, la parte demandada agregó en autos el contrato de trabajo y las demás pruebas descritas anteriormente, por lo que a juicio de esta Sala, la nota de despido, la constancia de trabajo, el contrato escrito, y la partida contable, siendo instrumentos auténticos, hacen plena prueba de conformidad a la presunción de veracidad contenida en el Art. 402 C.Tr., esto es, que estando autorizados por funcionarios públicos, se presumen verdaderos y merecen entera fe mientras no se haya demostrado lo contrario, y por lo tanto, aportan los elementos de certeza y convicción suficiente sobre su contenido.

Ahora bien, señalado el valor probatorio de los instrumentos agregados en el proceso, es necesario, finalmente, determinar si la documental establece los extremos de la demanda.

La constancia de trabajo de fs. 30 p.p., claramente específica que el trabajador demandante laboró para el demandado, desde el catorce de diciembre de dos mil cuatro hasta el treinta y uno de marzo de dos mil seis; la nota de despido, agregada a fs. 2 y 43 p.p., literalmente da por terminada la relación laboral originada del contrato de trabajo entre las partes del sub lite, al no prorrogarlo, deduciéndose obviamente de ello, que efectivamente existía un vínculo laboral previo al despido, lo cual es confirmado por el contrato de servicios de fs. 39-42 p.p., y que de igual forma lo hace la partida contable certificada agregada a fs. 50-53 p.p., que oficializa la relación laboral entre las partes, según nota de envío de fs. 49 p.p.

Con relación al despido, se advierte que la constancia de trabajo referida, específica que la fecha última de prestación de servicios es el treinta y uno de marzo de dos mil seis, misma que señala la nota de despido de fs. 2 p.p.; sin embargo, es necesario aclarar, que no obstante la nota exprese literalmente que no le será prorrogado el contrato al trabajador demandante, esta Sala en reiterada jurisprudencia se ha pronunciado con relación a los contratos celebrados bajo fraude de ley por la Administración Pública, sobre la base de la doctrina moderna, que ha trazado toda una línea argumental considerando la situación del denominado personal contratado por la Administración Pública, que cumple en verdad tareas correspondientes al personal permanente, y al que se niega ilegítimamente el derecho a la estabilidad, carrera y promociones, como algunas formas de fraude laboral por parte del Estado, tal y como se analizó al principio de este considerando, al valorar la excepción alegada por el recurrente.

De tal forma, que la no prórroga de contrato señalada en la nota expuesta, equivale al despido injustificado que el trabajador demandante alega en su demanda, siendo la fecha del despido el treinta y uno de marzo de dos mil seis, como lo señala la demandante.

Asimismo, conforme al Art. 3 C.T., y a la presunción de veracidad del Art. 402 C.T., se logra acreditar que la persona que firma y sella dicha comunicación escrita, a la fecha de emisión, tiene la calidad de representante patronal, con la facultad de despedir trabajadores; cumpliéndose con lo dispuesto en el Art. 55 inc. 2° C.T.

Habiéndose determinado, por tanto, que las pruebas documentales aportadas en el proceso, tienen valor probatorio para establecer los extremos de la demanda, sin necesidad de valorarlas en conjunto con la confesión ficta del Fiscal General de la República, se colige que ésta no es determinante, por lo que resulta innecesario analizarla individualmente, puesto que en nada modificaría la sentencia apelada aún si fuere cierto lo afirmado por la recurrente, en relación a que la Cámara a qua le causó agravio al valorarla como prueba idónea para establecer los extremos de la demanda. De ahí, que también debe desestimarse lo alegado por la apelante en su recurso de alzada, en este punto; siendo procedente confirmar la sentencia recurrida, y así debe pronunciarse.

POR TANTO: De conformidad a las razones expuestas, disposiciones legales citadas y los Arts. 417, 418, 419, 420 y 584 C. T., a nombre de la República, esta Sala FALLA: a) CONFIRMASE la sentencia de que se trata, pronunciada por la Cámara Segunda de lo Laboral, a las quince horas y treinta minutos del día veintiséis de julio del año dos mil seis, por haber sido dictada conforme a derecho; y b) Condénase al Estado de El Salvador, en el Ramo de Gobernación, a pagar al trabajador demandante la cantidad de TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO DÓLARES OCHENTA CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($365.80), en concepto de salarios caídos en esta instancia.

En su oportunidad, devuélvanse los autos al tribunal remitente, con certificación de esta sentencia para los efectos de Ley.

HÁGASE SABER. Enmendado-cuento-Vale.

M. E. VELASCO-----------------PERLA J.---------------M. F. VALDIV.------------PRONUNCIADO POR LOS SEÑORES MAGISTRADOS QUE LO SUSCRIBEN-------------RUBRICADAS------------------ILEGIBLE.

ALCANCES DE LA POTESTAD DEL TRIBUNAL DE SERVICIO CIVIL DE CONOCER PETICIONES 
16-2006

CC

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA; San Salvador, a las catorce horas veinte minutos del veinte de enero de dos mil nueve.

El presente juicio contencioso administrativo ha sido promovido por el señor Carlos Alberto Rivas Zamora y continuado por Elvia Violeta Menjívar Escalante, ambos en la calidad de Alcaldes de la Municipalidad de San Salvador, contra el Tribunal del Servicio Civil, por la emisión de la resolución del diez de octubre de dos mil cinco.

Han intervenido: la parte actora en la forma indicada, el Tribunal del Servicio Civil como parte demandada y en representación del Fiscal General de la República, la delegada Flor de María Elías Guevara.

I.- CONSIDERANDOS:

A. ANTECEDENTES DE HECHO. 

ALEGATOS DE LAS PARTES. 

1. DEMANDA.

a. Actos impugnados y autoridades demandadas: el demandante dirige su pretensión contra el Tribunal del Servicio Civil, impugnando resolución del diez de octubre de dos mil cinco, por medio de la cual se revocó sentencia del catorce de enero del mismo año, emitida por la Comisión del Servicio Civil, de la Alcaldía Municipal de San Salvador, en la cual se confirmó la decisión del Alcalde Municipal de despedir al señor Oscar Villeda Rosales. 

b. Circunstancias. Relata el demandante que el dos de marzo de dos mil uno, el señor Oscar Villeda Rosales fue suspendido de su cargo por violentar la Ley del Servicio Civil, art. 53 letra a) y 31 letra b), ya que en el desempeño de sus labores solicitaba dádivas a los contribuyentes para dar el servicio de recoger la basura. Por lo cual se inició procedimiento administrativo sancionatorio y el catorce de enero de dos mil cinco, la Comisión del Servicio Civil de la municipalidad de San Salvador, dictó sentencia en la que confirmó la decisión de despido, propuesta por el Alcalde, de conformidad al art. 55 Ley del Servicio Civil. 

De dicha resolución el señor Villeda interpuso recurso de revisión ante el Tribunal del Servicio Civil, el cual revocó la decisión de la Comisión, ordenó el reinstalo del recurrente y el pago de los salarios caídos.

c. Argumentos jurídicos de la pretensión. 
Expresa el demandante que con la actuación de la autoridad demandada se han violentado el derecho a la seguridad jurídica y debido proceso, consagrados en los artículos 2 y 14 de la Constitución, por no tomarse en cuenta la prueba presentada.

Principio de legalidad ya que violenta el artículos 31 letra D de la Ley del Servicio Civil.

d. Petición. Pide se declare la inaplicabilidad de la letra e) del artículo 4 de la Ley de Jurisdicción Contencioso Administrativa, se admita la demanda, y en sentencia definitiva se declare la ilegalidad del acto reclamado 

2. ADMISIÓN DE LA DEMANDA. 
Se admitió la demanda contra el Tribunal del Servicio Civil, se suspendieron los efectos del acto administrativo impugnado, se requirió la dirección del tercero beneficiario con el acto impugnado para los efectos de ley y el primer informe el cual fue contestado de forma negativa.

3. INFORME DE LA PARTE DEMANDADA.

Se emitió auto en el cual se requirió informe justificativo a la parte demandada, se confirmó la suspensión de la ejecución de los efectos del acto administrativo impugnado, y se ordenó notificar la existencia del proceso al tercero beneficiario y al Fiscal General de la República, para los efectos del artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Al rendir su informe la parte demandada expuso que: dicho Tribunal, ha actuado apegado a Derecho pues pronunció su sentencia de conformidad a las pruebas aportadas por las partes, ante la Comisión de Servicio Civil de la Alcaldía Municipal, que los demandantes no aportaron en el transcurso del proceso elementos de prueba suficientes que les dieran un indicio real que efectivamente el señor OSCAR VILLEDA ROSALES, haya adecuado su conducta a la supuesta causal de destitución denunciada por la parte actora. Que en el procedimiento efectuado para revocar el fallo emitido por la Comisión de Servicio Civil se fundamentaron: En el Principio que estipula "al actor le incumbe la carga de la prueba", a lo establecido en el Art. 237 del Código de Procedimientos Civiles, —en adelante Pr.C.— que prescribe en lo principal "la obligación de producir prueba corresponde al actor; si no se probase, será absuelto el reo(...)"

Con relación a la vulneración del Derecho a la Seguridad Jurídica, señala que con la sentencia impugnada no se le violentó al actor ninguna garantía pues han utilizado para el pronunciamiento del fallo razones de equidad y buen sentido, que para la prueba testimonial aportada por la parte actora, está no presentó elementos suficientes para poder determinar la veracidad del hecho ya que de los dos testigos presentados, al primero no le constaban los hechos planteados por lo que no se pudo demostrar la conducta contraria a la ley que se le imputa al señor VILLEDA ROSALES, el segundo de los testigos presentados por la parte actora, manifestó una clara contradicción en su deposición, por lo que de conformidad al Articulo 319 Pr. C. su deposición no merece fe, y fue desestimada por esa circunstancia.

En cuanto a los instrumentos presentados por la parte demandante señala que éstos fueron presentados en fotocopias simples, por lo cual la ley no les da valor como tales. Por lo que consideran que su acto esta apegado a derecho.

En esta etapa se mostró parte el tercero beneficiario quien expresó: la Ley del Servicio Civil, en su articulo 72 dice: "Toda las acciones que se derivan de la presente Ley, prescribirán en tres meses a partir del día siguiente del hecho que las motiva"; que la parte demandante no lo ha tomado en cuenta, que se ha seguido un debido proceso porque el procedimiento demoró cuatro años para llegar a sentencia; que respecto a la alegación del demandante en cuanto a la violación del artículo 58 inciso primero de la Ley del Servicio Civil, no se cumplieron los requisitos enunciados en el mismo, para que dicha suspensión o despido fuera efectivo, ya que en ningún momento se siguió el debido proceso establecido en la Ley cuando se le sancionó 

TÉRMINO DE PRUEBA.

El juicio se abrió a prueba por el término de ley. Se dio intervención a la licenciada Flor de María Elías Guevara, en el carácter de Agente Auxiliar y como delegada del Fiscal General de la República.

Ni la parte demandada ni el tercero beneficiario hicieron uso de su derecho, la parte actora presentó escrito en el que relacionó la prueba documental presentada.

4. TRASLADOS.

Se corrieron los traslados que ordena el art. 28 Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, los cuales fueron contestados en los siguientes términos: La parte actora expuso que considera que la resolución impugnada le afecta, ya que su cumplimiento implica un claro irrespeto al principio de legalidad, pues la obliga a violentar la Ley del Servicio Civil en su artículo 31 letra D en donde dice que uno de los deberes de los funcionarios y empleados es el de rechazar dádivas, promesas o recompensas que se les ofrezcan como retribución, aún cuando sea a título de pronto despacho; que ante los señores miembros de la Comisión del Servicio Civil, se probó tanto testimonial como documentalmente, el hecho atribuido al señor Villeda. Pruebas que no fueron valoradas y tomadas en cuenta por los señores miembros del Tribunal del Servició Civil, violentándose de esta forma el Principio del Debido Proceso y en consecuencia el Principio de la Defensa, artículo 14 de la Constitución de la República, al no emitir una resolución motivada.

Que a esta Sala se han presentado las mismas pruebas documentales, que se presentaron a la Comisión del Servicio Civil de Alcaldía Municipal de San Salvador, que en su oportunidad se verificó la veracidad del recibo que se ocupó como prueba de los cobros que realizó el señor Oscar Villeda como dádivas; que la certificación de la cédula es con la finalidad de verificar la firma que aparece en dichos recibos. Pruebas que no fueron valoradas por los señores miembros del Tribunal del Servicio Civil, al emitir resolución en su contra.

La parte demandada ratificó sus argumentos

El tercero beneficiario también ratificó sus argumentos y además señaló que la documentación que presenta la demandante ya paso a tener calidad de cosa juzgada ya que la misma fue desvirtuada por la Fiscalía General de la República cuando se le liberó de toda responsabilidad sobreseyéndolo definitivamente.

La delegada fiscal por su parte expuso en síntesis que el Tribunal del Servicio Civil, ha actuado apegado a derecho, ya que resolvió de conformidad a las pruebas presentadas por las partes, que no se aportaron los elementos suficientes para ordenar la destitución del señor Oscar Villeda Rosales denunciada por la parte actora. Que no se violentó al actor ninguna garantía, ya que se actuó con imparcialidad, no siendo posible demostrar la conducta contraria a la Ley que se le imputa al señor Villeda Rosales.

B. FUNDAMENTOS DE DERECHO.

1. OBJETO Y LÍMITES DE LA PRETENSIÓN

1. Acto impugnado 

a) Resolución del diez de octubre de dos mil cinco, por medio de la cual se revocó sentencia del catorce de enero del mismo año, emitida por la Comisión del Servicio Civil, de la Alcaldía Municipal de San Salvador, en la cual se confirmó la decisión del Alcalde Municipal de despedir al señor Oscar Villeda Rosales.

1.2. Los motivos de ilegalidad aducidos 

i) Derecho a la Seguridad Jurídica y Debido Proceso, consagrados en los artículos 2 y 14 de la Constitución, por no tomarse en cuenta la prueba presentada.

ii) Principio de Legalidad ya que violenta el artículo 31 letra "d" de la Ley del Servicio Civil.

1.3. Límites de la Pretensión 

En primer lugar se entrará a valorar la competencia de esta Sala para controlar los actos emitidos por el Tribunal del Servicio Civil.

Posteriormente se hará el análisis del argumento planteado por el demandante respecto a que el Tribunal del Servicio Civil no tomó en cuenta la prueba testimonial y documental presentada en el transcurso del Procedimiento administrativo y lo relativo a la violación de los Principios de Seguridad Jurídica, Legalidad, Debido Proceso y Defensa.

SOBRE LA INAPLICABILIDAD DE LA LETRA E) DEL ART. 4 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA SOLICITADA POR LA PARTE ACTORA.

En sentencia de esta Sala con referencia 24-0-98 se determinó lo siguiente: "el artículo 4 Literal e) de La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, contraría la Norma Fundamental, al establecer que no corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento de la legalidad de las resoluciones del Tribunal de Servicio Civil".

Algunas de las razones en que se fundamentó dicha decisión son las siguientes: "(...) El Tribunal de Servicio Civil es un ente administrativo, que emite actos administrativos. El régimen jurídico aplicable a los servidores públicos en El Salvador, se encuentra determinado en principio por su forma de ingreso a la Administración, es decir, por el vínculo a través del cual se ha establecido la relación empleado-Estado. Así: si el ingreso se da a partir de un contrato de trabajo, estos se regirán por el Código de Trabajo. Cuando el nombramiento tuviese su origen en un acto administrativo, quedarán regidos por el Derecho Administrativo."

Posteriormente en sentencia de Inconstitucionalidad referencia 9-2003, de las catorce horas del día veintidós de octubre de dos mil cuatro, se resolvió "Constatado el choque del art. 4 letras "d" y "e" de la LJCA con la Constitución, y siendo que dicha disposición es preconstitucional, de conformidad con el art. 249 Cn., este tribunal se limitará en su fallo a declarar de un modo general y obligatorio, que el mismo se derogó desde el 20-XII-1983, fecha de entrada en vigencia de la Constitución actual. Sin embargo, los efectos de la presente resolución deberán ser de observancia general a partir de la publicación de esta sentencia en la forma legal, con base en la facultad que posee esta Sala, intérprete supremo de la Constitución, lo que la habilita para graduar o regular los efectos de sus fallos. 1. Declárase de un modo general y obligatorio la letra "e" y por conexión la letra "d" del art. 4 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, emitida por D. L. n° 81, de 14-XI-1978, publicado en el D. O. n° 236, tomo 261, correspondiente al 19-MI-1978, contraviene lo dispuesto en el inc. 1° del art. 2 de la Constitución, al establecer como materias excluidas del conocimiento de la jurisdicción contencioso administrativa los actos del Consejo Superior de Salud Pública ejecutados en virtud de la facultad que le confiere el actual art. 68 Cn. y las resoluciones del Tribunal de Servicio Civil."

En concordancia con lo expuesto, esta Sala es competente para conocer de los actos emitidos por el Tribunal del Servicio Civil.

2. DE LA ARGUMENTACIÓN JURÍDICA

La parte actora ha alegado violación a los Principios de Seguridad Jurídica, Legalidad, Debido Proceso y Defensa, no obstante tales alegaciones no desarrolla la manera en que considera que los Principios de Seguridad Jurídica y Legalidad han sido vulnerados por la actuación de la autoridad demandada, ante tal deficiencia es oportuno aclarar que los Principios de Congruencia Procesal e Imparcialidad Judicial exigen que los fundamentos de la pretensión deben ser fijados y probados por el demandante.

En el caso que se analiza, el demandante únicamente señala respecto del Principio de Seguridad Jurídica que este ha sido vulnerado "al no tomar en cuenta la prueba presentada (...)" y respecto de la violación al Principio de Legalidad manifiesta que "la decisión del Tribunal del Servicio Civil pretende obligarme a violentar la ley del Servicio Civil en sus artículos 31 letra D

Sin embargo, no ofrece ningún tipo de explicación sobre las razones por las que considera que la actuación de la autoridad demandada violenta los referidos principios; dicho de otro modo, se trata de un argumento que ha sido planteado en términos abstractos, lo que hace imposible que este Tribunal pueda pronunciarse al respecto, de modo que procede desestimar tales motivos de ilegalidad por falta de argumentación jurídica.

ANÁLISIS DEL CASO.

Superado lo anterior corresponde hacer el análisis de legalidad del acto impugnado.

(i) De la prueba testimonial

En el caso bajo estudio el demandante alega que con la finalidad de establecer las violaciones cometidas por el señor Oscar Villeda Rosales, presentó testigos, pliego de posiciones y prueba documental ante la Comisión del Servicio Civil, sin embargo, señala que el Tribunal del Servicio Civil no tomo en cuenta la prueba presentada, violentando el principio del debido proceso y en consecuencia el ejercicio de la defensa.

Respecto de lo señalado esta Sala hace las siguientes consideraciones: es obligación del Tribunal que conoce la causa —Tribunal del Servicio Civil—, hacer una correcta valoración de la prueba ofrecida, estableciendo si reúne los requisitos que la ley exige y cuidándose de no caer en un error de derecho al hacer la apreciación de la misma.

Los miembros del Tribunal del Servicio Civil han sostenido que no se le dio valor probatorio a lo declarado por los testigos ya que los dichos de los mismos adolecían de contradicciones. El primero de ellos expresó que no le constaban los hechos planteados y el segundo fue contradictorio, por lo que consideraron que las referidas deposiciones no merecían fe de conformidad a lo que establece el artículo 318 del Código de procedimientos Civiles que establece "No hará fe la declaración del testigo (...) de oídas (...)".

En relación a lo anterior, esta Sala ha sostenido en diferentes oportunidades que la prueba testimonial es el medio del que se valen los sujetos dentro de un proceso o procedimiento, para establecer a su interior la verdad o falsedad de un hecho controvertido, constituye por definición, un verdadero medio de prueba y es capaz en su eficaz concreción de viabilizar la estimación o desestimación, de una pretensión.

Al estudiar el acta en la que se recogen los testimonios vertidos por los testigos presentados por la parte demandante, agregadas a folios 35 del expediente administrativo que llevó la Comisión del Servicio Civil, se verifica que efectivamente tal y como lo afirman los miembros del Tribunal del Servicio Civil, los dos testigos presentados por la demandante ante la Comisión del Servicio Civil, al hacerles la pregunta "¿Diga el testigo si le consta que el señor Oscar Villeda Rosales, recibió dádivas de los contribuyentes en concepto de colaboración de tren y aseo o sea por retirar la basura de los depósitos de donde la municipalidad está obligada a retirar por medio de sus empleados a través de los camiones compactadores? ", respondieron que no les constaba. Y a la pregunta, "¿Qué diga el testigo que usted vió que el señor Villeda firmó recibos por la cantidad de CIENTO CINCUENTA COLONES Y DOSCIENTOS SETENTA Y SIETE COLONES CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS, de la Empresa CALLEJA S.A. DE C.V.? " también respondieron que eso nunca lo habían visto.

Asimismo, al examinarse los alegatos de la parte demandada no consta que la misma haya aportado elementos que contradigan lo dicho por los miembros del Tribunal del Servicio Civil respecto del testimonio de los testigos, más bien su inconformidad radica en considerar que el Tribunal no tomó en cuenta la prueba presentada ante la Comisión del Servicio Civil.
En consecuencia, de lo anterior se ha establecido que no existe violación respecto de la valoración de la prueba testimonial y consecuentemente de los principios de debido proceso y defensa.

(ii) Respecto del Pliego de Posiciones 

En el transcurso del procedimiento, se presentó Pliego de Posiciones para que fuera absuelto por el señor Villeda Rosales, sin embargo, señalan los miembros del Tribunal del Servicio Civil que mediante el Pliego de Posiciones no se logró la confesión del absolvente, ya que éste no reconoció hechos en contra de sí mismo, por lo que al hacer la valoración del Pliego de Posiciones establecieron que el referido documento no debió estimarse por los miembros de la Comisión del Servicio Civil, para efectos de pronunciar la sentencia por medio de la cual confirmaron la decisión de despido del señor Villeda.

Consta a folios 43 de este expediente, el acta de las quince horas del veintiuno de agosto de dos mil tres, la cual contiene la deposición del señor Oscar Villeda Rosales, en la que se constata que negó categóricamente haber cobrado dinero en concepto de recolección de basura al Súper Selectos Libertad, y de bonificación de Callejas S.A. de C.V., asimismo negó haber firmado recibos, haber estampado su número Tributario en uno de los recibos y que tenia denuncia ante la Fiscalía General de la República.

De lo anterior se ha establecido que el Tribunal del Servicio Civil, si tomo en cuenta la prueba presentada, pero al hacer el análisis del acta que contenía la deposición del señor Villeda determinó que éste no aceptó los hechos que se le imputaban.
Esta Sala al examinar el expediente administrativo, específicamente el acta antes señalada que recoge la deposición del señor Oscar Villeda Rosales, determina que no hubo una verdadera confesión de parte del imputado, ya que el deponente no aceptó los hechos que la parte contraria le imputaba, por lo que no se ajusta a lo determinado en el artículo 385. del código de Procedimientos Civiles que señala: "El que debe absolver posiciones será declarado confeso: 1° Cuando sin justa causa no comparece a la segunda citación; 2° Cuando se niegue a declarar o a prestar juramento; 3° Cuando sus respuestas fueren evasivas y no categóricas y terminantes."

(iii) Respecto de la prueba documental

Los miembros del Tribunal del Servicio Civil sostuvieron que los instrumentos presentados por la parte demandante eran fotocopias simples a las que la ley no les da valor.

Del examen del expediente administrativo se determina que a folios 2 y 3 del expediente administrativo tramitado por la Comisión del Servicio Civil están agregados dos recibos extendidos por Calleja, S.A. de C.V., en concepto de pago y bonificación por servicio de recolección de basura, sin embargo, ambos constan en fotocopia simple.

Al examinar la sentencia impugnada se constata, que efectivamente el Tribunal del Servicio Civil no tomó en cuenta en sus considerandos los recibos que presentó la parte demandante; sin embargo, ello no significa que dicho Tribunal haya cometido el vicio que se invoca, pues, los documentosa que se ha hecho alusión están en fotocopia simple, por lo cual, al no haberse presentado en original, dicha fotocopia, para que adquiera validez, debió haber sido certificada por notario de acuerdo a lo establecido en el Art. 30 de la Ley del Ejercicio Notarial de la Jurisdicción Voluntaria y de Otras Diligencias. De ahí, que al no haberse presentado con las formalidades legales el Tribunal del Servicio Civil, no tenía el deber de examinarlos, pues una fotocopia simple no puede tener ningún valor jurídico.

En tal virtud, el referido Tribunal no ha cometido el vicio que se le atribuye.

Conclusión 

De todo lo apuntado se ha establecido que los miembros del Tribunal del Servicio Civil, si realizaron el examen de la prueba presentada en el procedimiento, por lo que no existen los vicios de legalidad aducidos por el actor.

II. FALLO

POR TANTO, con base en las razones expuestas, y en los artículos 421 y 427 del Código de Procedimientos Civiles 31, 32 y 53 Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, a nombre de la República, la Sala FALLA:

a. Declarase legal la resolución pronunciada por el Tribunal del Servicio Civil el diez de octubre de dos mil cinco, por medio de la cual se revocó sentencia del catorce de enero del mismo año, emitida por la Comisión del Servicio Civil de la Alcaldía Municipal de San Salvador, en la cual se confirmó la decisión del Alcalde Municipal de despedir al señor Oscar Villeda Rosales. 

b. Condénase en costas a la parte actora conforme al Derecho Común; 

c. Devuélvase los expedientes administrativos a sus respectivas oficinas de origen; y 

d. En el acto de notificación, entréguese certificación de esta sentencia a la autoridad demandada, al tercero beneficiario y a la representación fiscal.

TRIBUNAL DE SERVICIO CIVIL DECLARA SIN LUGAR INJUSTICIA MANIFIESTA
103-2006

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las catorce horas veinticinco minutos del dieciséis de octubre de dos mil nueve.

El presente proceso contencioso administrativo ha sido promovido por la señora DORA ÁNGELA DOMÍNGUEZ RAMÍREZ, del domicilio de Soyapango, Departamento de San Salvador, por medio de su apoderado general judicial, licenciado Luis Alonso Ramírez Menéndez, impugnando la ilegalidad de las resoluciones: a) pronunciada por el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" que otorgó permiso sin goce de sueldo; y b) pronunciada por el Tribunal de Servicio Civil en la que se declara sin lugar la acción de "Injusticia Manifiesta" intentada por la actora.

Han intervenido en el juicio: la parte actora, en la forma antes indicada; el Administrador del Centro Judicial Isidro Menéndez y el Tribunal de Servicio Civil, como partes demandadas; y el licenciado Benjamín Ernesto Rivas Sermeño en su carácter de delegado y representante del Fiscal General de la República.

I. CONSIDERANDOS:

A. ANTECEDENTES DE HECHO 

1. ALEGATOS DE LAS PARTES

a) Actos impugnados y autoridades demandadas.

La parte actora dirige su pretensión de ilegalidad contra las resoluciones pronunciadas por: i) el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" mediante el cual se le otorgo permiso sin goce de sueldo a la actora por un lapso de cinco horas, el veinticinco de mayo de dos mil cinco; y el Tribunal de Servicio Civil, por emitir resolución del doce de diciembre de dos mil cinco, mediante el cual se declara sin lugar la acción de "Injusticia Manifiesta" promovida por la actora en contra del relacionado profesional.

b) Circunstancias.

Manifiesta la señora Dora Ángela Domínguez Ramírez que trabaja como secretaria de la sección de Servicios Generales de la Administración del "Centro Judicial Isidro Menéndez", y que con fecha veinticinco de mayo de dos mil cinco, solicito licencia con goce de sueldo por un lapso de cinco horas para asistir al Foro de Realidad Nacional, el cual tendría que haber sido tramitado como un permiso personal, ya que a esa fecha todavía contaba con tiempo disponible de conformidad al Instructivo de la Dirección de Recursos Humanos referente a los Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados de la Corte Suprema de Justicia.

Sin embargo, el licenciado Jorge Alberto Velásco Quinteros — Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez"— tramitó dicha licencia "Sin goce de sueldo"; consecuentemente, lo anterior le causo un perjuicio económico a ella y a su familia, ya que se le descontó de su salario del mes de julio de dos mil cinco, la cantidad de Catorce Dólares con tres centavos de Dólar de los Estados Unidos de América equivalentes a ciento veintidós Colones con setenta y seis centavos de Colón, correspondientes a las cinco horas de permiso solicitado.

De la mencionada actuación, se deduce que el referido profesional ha realizado una interpretación antojadiza y perjudicial del Instructivo de la Dirección de Recursos Humanos —octubre de 2001— referente a los Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados de la Corte Suprema de Justicia.

a. Argumentos jurídicos de la pretensión. 

La parte demandante hace recaer la ilegalidad de los actos controvertidos en la violación a los artículos 1, 2, 182 No.5, y 11 de la Constitución de la República y 29 de la Ley de Servicio Civil e interpretación arbitraria y antojadiza del Instructivo de la Dirección de Recursos Humanos, concerniente a los Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados de la Corte Suprema de Justicia —versión octubre 2001—.

d) Petición.

Que se declare la ilegalidad de las resoluciones impugnadas.

2. ADMISIÓN DE LA DEMANDA. 

Se admitió la demanda, se tuvo por parte a la señora DORA ÁNGELA DOMÍNGUEZ RAMÍREZ; se solicitó a las partes demandadas rindieran los informes de ley; no se suspendieron los efectos de los actos administrativos impugnados, en razón que no producían efectos positivos (folios 8).

3. INFORMES DE LAS PARTES DEMANDADAS. 

Las autoridades demandadas al rendir el primer informe expresaron que no son ciertos los actos que se les atribuyen, ya que la impetrante en el proceso seguido en el Tribunal de Servicio Civil, no aporto pruebas que sustentaren lo alegado en su escrito de demanda ante esa Instancia, por lo que ambas autoridades consideran que sus actos fueron dictados conforme a Ley.

Así mismo esta Sala requirió posteriormente al Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" y al Tribunal de Servicio Civil rendiran su informe justificativo, y se ordenó la notificación sobre la existencia del presente proceso al Fiscal General de la República (folios 14).

Al rendir los informes justificativos las autoridades demandadas señalaron:

El Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" se limito a indicar que ratifica lo expuesto en el informe anterior y que considera que sus actos han sido dictados conforme a la Ley.

Por su parte, el Tribunal de Servicio Civil omitió presentar el informe antes requerido, en virtud de lo cual se mandó a oír en la siguiente audiencia de conformidad al artículo 46 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

4. TERMINO DE PRUEBA.

El juicio se abrió a pruebas por el término de ley, derecho del cual no hicieron uso las partes.

En esta etapa del proceso se dio intervención al licenciado Benjamin Ernesto Rivas Sermeño, en carácter de delegado y representante del Fiscal General de la República.

Así también el Tribunal de Servicio Civil manifestó los motivos por los cuales no presentó el informe requerido por esta Sala, por lo que se impuso la multa de mérito, la cual fue enterada por el indicado cuerpo colegiado (folios 44 y 45).

5. TRASLADOS.

Posteriormente se corrieron los traslados que ordena el artículo 28 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Termino del cual no hizo uso la parte actora. Mientras que el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" reiteró sus dichos y el Tribunal de Servicio Civil expuso:

Que ese Tribunal ratifica lo expuesto en el primer informe, apegándose su actuación a derecho, en virtud que en el transcurso del proceso no se contó con elementos de prueba suficientes, para esclarecer el hecho controvertido, únicamente con prueba documental, consistiendo en fotocopias simples, los cuales según la Ley no les da ningún valor probatorio.

Que es oportuno apuntar, que la obligación de probar lo alegado le corresponde a la parte que lo afirma, para el presente caso le correspondía a la señora Domínguez Ramírez, quien no probó los extremos de su demanda de "Injusticia Manifiesta", por lo que en virtud de ello no se adhirieron a su pretensión.

Que para dictar el fallo emitido, se fundamentaron en: 1) En el principio latino "actor' incumbi onus probando" —al actor le incumbe la carga de la prueba—; 2) lo anterior se encuentra desarrollado en el artículo 237 del Código de Procedimientos Civiles, el cual prescribe en lo principal en cuanto que la obligación de producir prueba corresponde al actor, si no se probare, se absuelve al reo.

Que con la sentencia emitida no se violentó ninguna garantía a la actora, siendo lo más objetivos en cuanto a la aplicación de la Ley.

La representación fiscal por su parte manifestó que las actuaciones suscritas por las autoridades demandadas fueron apegadas conforme a la Ley, ya que fue ineficaz la prueba presentada por la demandante en el proceso, y que a su vez el fallo emitido por el Tribunal de Servicio Civil fue sustentado en el artículo 237 del Código de Procedimientos Civiles, ya que al actor le incumbe la carga de la prueba, y para el presente caso la demandante no aportó los elementos probatorios suficientes para demostrar el proceder injusto expuesto en su demanda, que consiste en el abuso de autoridad y malicia por parte del demandado licenciado Jorge Alberto Velasco Quinteros, Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez", al tramitar el permiso sin goce de sueldo y no como personal, por lo que dicho fallo se estima fue apegado a la Ley de acuerdo a las facultades conferidas al referido Tribunal, por lo que el mismo no ha violado ninguna disposición legal ni vulnerado el Derecho de Seguridad Jurídica, ni garantía constitucional alguna, pues la actora no probó los extremos de su demanda.

B. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA PRETENSIÓN. 

El juicio se encuentra en estado de dictar sentencia. Conforme a lo establecido en el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, esta Sala resolverá sobre los puntos controvertidos.

1. ACTO IMPUGNADO.

Los actos que se impugnan en el presente proceso son: i) el permiso sin goce de sueldo por cinco horas emitido por el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez", el veinticinco de mayo de dos mil cinco, y la resolución pronunciada por el Tribunal de Servicio Civil de las catorce horas con veinte minutos, del doce de diciembre de dos mil cinco, mediante la cual se resuelve declarar sin lugar la acción de "Injusticia Manifiesta" promovida por la actora, por no haberse probado los extremos de la demanda y se absuelve al demandado.

2. DE LAS DISPOSICIONES LEGALES INVOCADAS. 

Las normativas legales aplicables al caso en concreto son la Constitución de la República, Ley de Servicio Civil y Ley de Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados Públicos.

3. DELIMITACIÓN DE LA CONTROVERSIA. 

La parte actora esgrime como motivos de ilegalidad la violación al artículo 29 de la Ley de Servicio Civil y el Instructivo de la Dirección de Recursos Humanos de octubre de 2001, que se refiere a los Asuetos, Vacaciones y Licencias de los empleados de la Corte Suprema de Justicia.

4. ANÁLISIS DEL CASO

En el presente proceso la actora ha manifestado que se han emitido resoluciones que le causan un perjuicio, por parte del Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" y por el Tribunal del Servicio Civil. Para una mejor comprensión del caso de mérito se procederá a analizar la legalidad de las relacionadas actuaciones de la Administración en diferentes apartados, los cuales se desarrollan a continuación:

A) DE LA ACTUACION DEL ADMINISTRADOR DEL "CENTRO JUDICIAL ISIDRO MENÉNDEZ".

La actora ha señalado como disposiciones generales que se consideran violadas los artículos 1, 2, 182 numeral 5° y 11 de la Constitución de la República, y el artículo 29 de la Ley de Servicio Civil.

Manifiesta que al ser nombrada por la Ley de Salarios, en el cargo de secretaria II en la sección de Servicios Generales de la Administración del "Centro Judicial Isidro Menéndez", le son aplicables los derechos consignados en el artículo 29 de la Ley de Servicio Civil, sobre todo en cuanto a lo consignado en la letra "c" del mismo, en relación a que tiene derecho a devengar un sueldo, viáticos y emolumentos que tuvieren asignados al cargo o empleo para el que ha sido nombrada, y solo podrán hacérseles los descuentos autorizados por Ley; sobre todo porque en el artículo 41 del mismo cuerpo legal se señalan sanciones dentro de las cuales dos están relacionadas con afectación salarial —multa y suspensión sin goce de sueldo—, las cuales no operan para el caso en concreto.
Que la actuación del Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" se encuentra vulnerando garantías procesales administrativas y constitucionales, especialmente violando el manual de procedimientos de las administraciones, en este caso, el instructivo de la Dirección de Recursos Humanos —de octubre de 2001—de la Corte Suprema de Justicia, que se refiere a los asuetos, vacaciones y licencias de los empleados de la indicada Institución. En base al relacionado instructivo se solicitó el permiso a la autoridad respectiva y ésta unilateralmente descontó la cantidad de dinero correspondiente a las cinco horas de permiso sin goce de sueldo que le fueron autorizadas.
Añade que al realizarse una interpretación antojadiza y perjudicial del aludido Instructivo y no haberse seguido un procedimiento para realizar un descuento, el mismo carece de validez legal.

En ese orden de ideas, es preciso señalar que la pretensión de la actora se circunscribe principalmente a que se decrete la ilegalidad del acto emitido por el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez", quien resolvió no otorgarle el permiso solicitado con goce de sueldo; por lo que procede reseñar lo regulado en la Ley de Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados Públicos —normativa aplicable al caso de mérito— en lo tocante a las licencias conferidas a los empleados Públicos.

De conformidad con el considerando de dicha Ley, la misma fue creada con la finalidad de conciliar los intereses de la Administración con los empleados, procurando que éstos gocen de los beneficios que en justicia merecen, sin dañar por ello la eficacia de los servicios públicos.

El artículo 5° de la mencionada Ley en relación a las licencias con goce de sueldo expresa lo siguiente: «Sin perjuicio de lo dispuesto en los anteriores artículos, los empleados gozarán de licencia con goce de sueldo por los siguientes motivos:

1. Por enfermedad; 

2. Por alumbramiento; 

3. Por enfermedad gravísima de los parientes cercanos; 

4. Por duelo; 

5. Por el desempeño de misiones oficiales fuera de la República; 

6. Por salir del país integrando delegaciones deportivas, culturales o científicas, así como también cuando los empleados sean llamados para formar parte de las selecciones deportivas salvadoreñas en el caso de eventos de carácter internacional; 

7) Por motivos no comprendidos en los numerales que preceden (...)» (negrillas suplidas).

Al realizar un recuento de los diferentes tipos de licencias con goce de sueldo que se encuentran reguladas en la Ley antes indicada se observa que es precisamente en el número 7) del artículo antes descrito donde encajan perfectamente las licencias por motivos personales.

Aunado a lo anterior, es pertinente indicar lo que establece el artículo 11° de la Ley de Vacaciones, Asuetos y Licencias de dos Empleados Públicos, que en su redacción regulado siguiente: «Las licencias por los motivos a que se refiere el numeral 7 del Art. 5°, se concederán a discreción del jefe respectivo servicio (sic), y no podrán exceder de cinco días en el año» (negrillas suplidas).
Así también el artículo 13° de la Ley que nos ocupa indica que: «Las solicitudes de licencia deberán dirigirse siempre al jefe del respectivo servicio, el cual las tramitará conforme a la ley».

En el caso de mérito la demandante reitera que tenía derecho a que se le otorgara permiso personal con goce de sueldo, ya que al presentar la solicitud de licencia por cinco horas, el veinticinco de mayo de dos mil cinco, ante el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez", claramente se le indico al mismo que la solicitaba como "licencia personal" —en virtud de no haber agotado los permisos a los que se hace acreedor cualquier empleado del Órgano Judicial—, por consiguiente, es errado que valiéndose de una interpretación antojadiza y perjudicial del indicado Instructivo, le haya otorgado la mencionada licencia sin goce de sueldo. Lo que consecuentemente le perjudicó al realizarse por parte de pagaduría el descuento pertinente por la cantidad de catorce Dólares de los Estados Unidos de América con tres centavos de Dólar equivalente a ciento veintidós Colones con setenta y seis centavos de Colón de su salario correspondiente al mes de julio de dos mil cinco.

Ante tal afirmación, esta Sala hace las siguientes consideraciones: en la Ley de Vacaciones, Asuetos y Licencias de los Empleados Públicos, claramente se establece que las licencias personales se consideraran a discreción del Jefe del respectivo servicio y que éste tiene que tramitarlas conforme a la ley.

De ahí, procede el análisis respectivo de carácter discrecional por parte del jefe inmediato sobre la procedencia del otorgamiento de la licencia, ya sea con goce de sueldo o sin goce de sueldo. Todo de conformidad a lo regulado en la Ley antes indicada.

En ese orden de ideas procede señalar, que en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido que la potestad discrecional de la Administración, implica el poder de libre apreciación que ésta tiene por facultad de ley, a efecto de decir ante ciertas circunstancias o hechos cómo ha de obrar, si debe o no obrar, o qué alcance ha de dar a su actuación, debiendo siempre respetar los límites jurídicos generales y específicos que las disposiciones legales establezcan. Al ejercer dicha potestad, la Administración puede arribar a diferentes soluciones igualmente justas, entendiendo que aquélla que se adopte debe necesariamente cumplir la finalidad considerada por la ley, y en todo caso la finalidad pública, de la utilidad o interés general.
La discrecionalidad configura entonces, el ejercicio de una potestad previamente atribuida por el ordenamiento jurídico, pues sólo hay potestad discrecional cuando la norma lo dispone de esta manera, no es una potestad extralegal y en ningún momento implica un círculo de inmunidad para la Administración. De ahí, que el cuadro legal que condiciona el ejercicio de la potestad se ve complementado por una operación apreciativa de la Administración, que puede desembocar en diversas soluciones igualmente justas.

Dicha valoración discrecional debe realizarse conforme a lo regulado en la normativa pertinente —en este caso la Ley de Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados Públicos—, tomando además en cuenta diversos parámetros ó circunstancias para el consentimiento de la misma, pudiendo ser estos la concurrencia frecuente de permisos ó licencias y el otorgamiento de las mismas —que bien pueden ser con goce de sueldo o sin goce de sueldo—, las horas o días para los mismos, la necesidad inmediata de la presencia del empleado o empleada en su puesto de trabajo, etc.
De la revisión del expediente se ha constatado que la actora solicitó varias licencias en el año dos mil cinco (folios 15 al 19 del expediente administrativo), de lo que se colige que el demandado ha podido evaluar el otorgar las mismas con o sin goce de sueldo.

Por otra parte, también se ha podido verificar memorándum de fecha cinco de enero de dos mil cinco, mediante el cual el Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" hizo un recordatorio al personal de la administración del mencionado centro judicial, a realizar un uso responsable de las licencias y reiteró que el otorgamiento de las mismas con o sin goce de sueldo estaba sujeto al criterio discrecional según la disponibilidad de cada empleado (folios 29 y 30 del expediente administrativo).

En razón de lo anterior, esta Sala concluye que no existe los vicios de ilegalidad señalados por la actora en la actuación del Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez".
B) DE LA ACTUACIÓN DEL TRIBUNAL DE SERVICIO CIVIL.

La demandante manifiesta que impugna también el acto administrativo pronunciado por el Tribunal de Servicio Civil, mediante el cual declara sin lugar la acción de "Injusticia Manifiesta" promovida por la actora, por no haber probado los extremos de su demanda; y a su vez absuelven al licenciado Jorge Alberto Velásco Quinteros, Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez".

De la lectura de la demanda se ha podido verificar que la actora no ha fundamentado los motivos de ilegalidad atribuibles al Tribunal de Servicio Civil y en qué sentido éste ha vulnerado su esfera jurídica, solamente se limitó a citar al mencionado cuerpo colegiado.

Cabe señalar, que corresponde a la parte demandante definir el objeto de conocimiento de esta Sala, y por lo tanto se hace Imprescindible que delimite su pretensión atribuyendo a quien se demanda las ilegalidades que se considera que ha cometido. De ahí que no habiéndose cumplido tal requisito, esta Sala no puede emitir pronunciamiento alguno respecto del Tribunal de Servicio Civil.
II. FALLO

POR TANTO, con fundamento en lo expuesto y artículos 421 y 427 del Código de Procedimientos Civiles; 31, 32 y 53 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, a nombre de la República, esta Sala FALLA:

1. Declárase legal la licencia personal por cinco horas sin goce de sueldo otorgada el veinticinco de mayo de dos mil cinco, por el licenciado Jorge Alberto Velásquez Romero, Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez" a favor de la señora Dora Ángela Domínguez Ramírez, y en virtud de la cual se realizó el correspondiente descuento de su salario del mes de julio de dos mil cinco; 

2. Declárase legal la resolución pronunciada por el Tribunal de Servicio Civil, de las catorce horas con veinte minutos del doce de diciembre de dos mil cinco, mediante la cual se declaró sin lugar la acción de "Injusticia Manifiesta" promovida por la actora, por no haber probado los extremos de su demanda y se absuelve al licenciado Jorge Alberto Velasco Quinteros, Administrador del "Centro Judicial Isidro Menéndez"; 

3. Condénase en costas a la parte actora conforme al derecho común; 

4. En el acto de la notificación, entréguese certificación de esta sentencia a las autoridades demandadas y a la representación fiscal; y, 

5) Remítase el expediente administrativo a su lugar de origen. 

168-S-2003 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las diez horas siete minutos del treinta de abril de dos mil nueve.

El presente proceso contencioso administrativo ha sido promovido por el Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A. (STEIMSA), por medio del procurador auxiliar de trabajo de la Procuraduría General de la República, licenciado José Manuel García Molina, quien fue sustituido por la licenciada Silvia Margarita Quintanilla Ticas. Ambos mayores de edad, abogados y del domicilio de San Salvador. Demanda al Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, por la ilegalidad de la resolución emitida el catorce de enero de dos mil tres, por la cual se cancela el asiento de inscripción número doscientos ocho, de folio doscientos nueve, del decimoséptimo Libro de Registro de Juntas Directivas Generales, el cual corresponde a la Junta Directiva General del Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A.

Han intervenido: la parte actora, en la forma indicada; el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, como autoridad demandada; y, en representación del Fiscal General de la República, el licenciado Óscar Jerónimo Ventura Blanco.

I. CONSIDERANDOS:

A. ANTECEDENTES DE HECHO 

ALEGATOS DE LAS PARTES 

1. DEMANDA

a. Acto impugnado y autoridad demandada. La parte demandante dirige su pretensión contra el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social por la ilegalidad de la resolución del catorce de enero de dos mil tres, descrita en el preámbulo de esta sentencia. 

b. Circunstancias. Relata la parte demandante que el dos de diciembre de dos mil dos, el licenciado Julio René Fuentes Rivera, en calidad de apoderado general judicial de la sociedad Ingenio La Magdalena, S.A., solicitó al Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, la cancelación de la inscripción de la Junta Directiva General del Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A., ya que los directivos sindicales que la conformaban no prestaban servicios laborales a la sociedad señalada. 

Por medio del acto administrativo cuestionado, la autoridad demandada decidió cancelar el asiento de inscripción del mencionado Sindicato de Trabajadores del Libro de Registro de Juntas Directivas Generales, en razón que los miembros de la Junta Directiva General no prestaban sus servicios a la empresa desde el mes de enero de mil novecientos noventa y seis, lo cual fue comprobado por medio de informe emitido por la Dirección General de Inspección de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, así como de las planillas de cotización al Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS) de los meses de enero, febrero y marzo de mil novecientos noventa y seis, en las cuales los miembros de la junta directiva del referido sindicato únicamente aparecen en la planilla del mes de enero y no en la de los meses siguientes.

c) Argumentos jurídicos de la pretensión. La parte actora alega que la resolución impugnada no se encuentra apegada a Derecho y fundamenta dicha violación, en los siguientes argumentos:

1. No existe un procedimiento establecido en la ley para efectuar la cancelación antes referida. 

2. Cualquier forma procedimental que se utilice para la cancelación del asiento de inscripción debe garantizar los derechos constitucionales de las partes, en especial, el de defensa. En el procedimiento efectuado por la autoridad demandada, éste último derecho resultó inobservado, ya que al practicarse la inspección en el centro de trabajo no fue notificado el sindicato. Ello conlleva una nulidad de la actuación administrativa. 

3) Las planillas de cotizaciones al Instituto Salvadoreño del Seguro Social no constituyen prueba que los dirigentes sindicales no hayan laborado para la mencionada empresa, pues lo único que demuestran es que una persona ha prestado sus servicios para un determinado periodo de tiempo que cubre el pago, conforme lo señalado en el artículo 465 del Código de Trabajo.

d) Petición. La demandante solicita que en sentencia definitiva se declare la ilegalidad del acto administrativo impugnado y se revoque la resolución.

2. ADMISIÓN DE LA DEMANDA Y OTRAS ACTUACIONES 

La demanda fue admitida según auto de las nueve horas del veintiuno de mayo de dos mil tres (folio 143). Se tuvo por parte al Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A., por medio del licenciado José Manuel García Molina, como procurador auxiliar de trabajo de la Procuraduría General de la República.

En el mismo auto de folio 143 se requirió informe de la autoridad demandada sobre la existencia del acto administrativo que se le atribuye.

Se decretó la suspensión de la ejecución de los efectos del acto administrativo controvertido, en el sentido de no procederse de inmediato a la cancelación del asiento de inscripción número doscientos ocho, folio doscientos nueve, del decimoséptimo Libro de Registro de Juntas Directivas Generales, el cual corresponde a la Junta Directiva General del mencionado sindicato.

Recibido el primer informe, se requirió, en el auto de las nueve horas cuarenta minutos del veinticinco de junio de dos mil tres (folio 147), uno nuevo con las razones que justifiquen la legalidad del acto impugnado y se confirmó la medida cautelar decretada.

3. INFORMES DE LA PARTE DEMANDADA 

En respuesta al primero de los informes requeridos, el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social expresó que sí pronunció el acto administrativo que se le atribuye en la demanda.

Al presentar el informe justificativo, regulado en el artículo 24 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la autoridad demandada en síntesis afirmó que su actuación es legal y argumentó de la siguiente manera:

El Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A. (STEIMSA), es un sindicato de "empresa", el cual, a tenor del artículo 209 inciso segundo del Código de Trabajo, es el formado por trabajadores que prestan sus servicios en una misma empresa.

Por medio de una inspección efectuada por un delegado de la Dirección General de Inspección de Trabajo en las instalaciones de la empresa, se comprobó que no existía ningún indicio que los directivos estuvieran prestando sus servicios para la sociedad ingenio La Magdalena, S.A., puesto que de conformidad con las planillas de pago de cotizaciones al ISSS, únicamente aparecían en la planilla del mes de enero de mil novecientos noventa y seis.

Además, los directivos en referencia no contaban con la garantía de estabilidad establecida en el artículo 248 del Código de Trabajo, ya que únicamente habían sido contratados para el período de la zafra noventa y cinco-noventa y seis, es decir, eran trabajadores temporales.

En consecuencia, la resolución emitida tuvo su respaldo en la documentación presentada por el mismo sindicato y en el resultado de la inspección correspondiente, criterios que a la autoridad demandada le fueron suficientes.

Asimismo, en dicho informe señaló que no se agotó la vía administrativa porque la parte demandante no presentó el recurso de revocatoria que se establece en el Código de Procedimientos Civiles, por lo que la demanda es inadmisible.

Por medio del auto de las ocho horas del veinte de agosto de dos mil tres (folio 155), la Sala declaró sin lugar la inadmisibilidad pedida porque el recurso de revocatoria no está reglado en la normativa de la materia.

4. TÉRMINO DE PRUEBA 

Por medio del auto de las ocho horas del veinte de agosto de dos mil tres (folio 155), se dio intervención al delegado del Fiscal General de la República, licenciado Oscar Jerónimo Ventura Blanco, y se abrió a prueba el juicio por el término de ley, sin que las partes hayan hecho uso del mismo.

5. TRASLADOS 

Posteriormente, se corrieron los traslados que ordena el artículo 28 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA), con el resultado siguiente:

a. La parte actora, al hacer uso de su derecho, ratificó la petición formulada en la demanda y, además, enfatizó que el acto administrativo impugnado violenta el principio de la libre sindicalización. 

Acompañó certificación del veinticinco de enero de dos mil dos, extendida por el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo, en la que aparece inscrita la nómina de la Junta Directiva General de STEIMSA.

b. La parte demandada reafirmó los argumentos de legalidad expresados en el segundo de sus informes, enfatizando que la resolución impugnada es legal y se encuentra ajustada a Derecho. 

Opuso, además, la excepción de ineptitud de la demanda por falta de legítimo contradictor, porque la acción de éste proceso tuvo que incoarse contra el funcionario titular de la Cartera de Estado o contra la institución de donde emanó el acto cuestionado. Pidió que se declare en sentencia definitiva la ineptitud de la demanda y legal el acto administrativo emitido.

c) La representación fiscal sostuvo, en lo esencial, que la autoridad demandada actuó de conformidad a la ley porque se comprobó, dentro del procedimiento administrativo, que los directivos sindicales aparecían únicamente en las planillas de cotizaciones del ISSS correspondientes al mes de enero de mil novecientos noventa y seis, sin que existan indicios que dichos directivos prestan sus servicios en la sociedad Ingenio La Magdalena, S.A.

6. PRUEBA PARA MEJOR PROVEER

Posterior al análisis del expediente administrativo, de conformidad con la facultad establecida en el artículo 48 inciso segundo de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, este Tribunal, por medio del auto de las ocho horas del veinticuatro de febrero de dos mil cuatro (folio 181), requirió de la sociedad Ingenio La Magdalena, S.A. la remisión de los contratos laborales suscritos entre ella y los miembros directivos del sindicato en referencia, y que informara, además, sobre el tiempo de servicio de cada uno de ellos, cargo desempeñado y fecha de retiro laboral.

El anterior requerimiento fue contestado por medio de escrito presentado el trece de julio de dos mil cuatro (foliosl86 al 188), por el representante legal de la sociedad Ingenio La Magdalena, S.A., señor Nestor Ulices Palma Delgado.

Posteriormente, se requirió de la Dirección General de Inspección de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social la remisión de los expedientes administrativos relacionados con los contratos individuales de trabajo de los directivos de STEIMSA.

La respuesta a dicho requerimiento fue recibida el treinta de agosto de dos mil cuatro (folio 218).

B. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. OBJETO Y LÍMITES DE LA PRETENSIÓN

La parte demandante pretende que se declare la ilegalidad de la resolución del catorce de enero del año dos mil tres, emitida por el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, cuyo contenido ha quedado descrito en el preámbulo de esta sentencia.

Hace recaer la ilegalidad del acto controvertido en que no existe un procedimiento establecido en la ley para llevar a cabo dicha cancelación en sede administrativa; asimismo, que no existió suficiencia probatoria que determinara con certeza que los miembros de la Junta Directiva del referido sindicato hubieran prestado sus servicios para la sociedad Ingenio La Magdalena S.A. únicamente en el mes de enero de mil novecientos noventa y seis.

En éste orden de ideas, de forma previa al análisis de legalidad del acto impugnado, debe realizarse un examen sobre la admisibilidad de la acción intentada en relación con la excepción procesal de falta de legítimo contradictor y, posteriormente, desde una perspectiva constitucional y legal, fijarse el ámbito de competencia administrativa del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social y de la jurisdicción laboral.

2. ANÁLISIS DE LOS PRESUPUESTOS PROCESALES DE ADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA

La autoridad demandada opuso, en el traslado que le fue conferido, la excepción de «ineptitud de la demanda por falta de legítimo contradictor». Adujo que «(...) la acción de éste proceso tuvo que incoarse contra el funcionario titular de la Cartera de Estado o contra la Institución de donde emanó el acto administrativo impugnado, de conformidad con el Art. 10 Lit. "b" de la LJCA; ya que por Jurisprudencia emanada de ésta Honorable Sala, se señaló que el sujeto pasivamente legitimado es el órgano institución y no el órgano persona (...)» (folio 172).

De acuerdo con el jurista argentino Miguel Marienhoff, la Administración Pública debe ser considerada desde dos puntos de vista: como «órgano institución» y como «órgano persona» (o «individuo»). Por ello, la capacidad de emisión de actos administrativos corresponde también analizarla respecto del funcionario o empleado público que integra el «órgano institución» (Tratado de Derecho Administrativo, Tomo II, Tercera Edición, Edit. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1988, P. 280 y ss).

En efecto, la Administración Pública requiere la creación de personas jurídicas, las cuales desarrollan materialmente sus potestades por medio de personas físicas que integran sus órganos de dirección. Es así que el haz de funciones o tareas encomendadas legalmente a la persona jurídica son gestionadas por y bajo la responsabilidad de una persona física o colegio de personas que ostentan la dirección y jefatura de la unidad administrativa.

Por ello, en el proceso contencioso administrativo salvadoreño será parte demandada no la Administración Pública abstractamente considerada, sino el ente, órgano concreto o funcionario competente para emitir el acto administrativo que ha dado lugar al proceso. A esto se refiere el artículo 10 letra b) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa cuando establece que puede demandarse de forma indistinta al funcionario, autoridad o entidad.

En conclusión, tal como ha sostenido reiteradamente esta Sala, en nuestro sistema legal está permitido demandar a la entidad como tal, o a los funcionarios o autoridades por medio de quienes las entidades realizan las funciones, y no únicamente al órgano institución como erróneamente sostiene la autoridad demandada (entre otras: sentencias dei 31/10/97, ref. 45-V-96, y del 18/05/2001, ref. 163-A-2000).

En el caso sub judice, si el órgano administrativo que ha dictado la cancelación del asiento de inscripción de la Junta Directiva General del sindicato demandante ha sido el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, y por medio de él la Administración ha expresado su voluntad, es procedente admitir la demanda en su contra y rechazar por improcedente la excepción interpuesta por las razones anteriormente apuntadas.

3. EL DERECHO CONSTITUCIONAL DE LIBERTAD SINDICAL Y LA FORMACIÓN DE ASOCIACIONES DE TRABAJADORES

El artículo 7 de la Constitución reconoce el derecho fundamental de asociación. Éste, ha expuesto la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se ejercita en la constitución de asociaciones de todo tipo que, con personalidad jurídica propia y con cierta continuidad y permanencia, habrán de servir al logro de los fines, a la realización de las actividades y a la defensa de los intereses coincidentes de los miembros de las mismas. Es así como, de esta forma, surgen los partidos políticos, sindicatos, asociaciones y colegios profesionales, sociedades mercantiles, fundaciones culturales, de beneficencia y de ayuda mutua, comités de lucha y de defensa, centros y clubes deportivos, etc. (Sentencia del 8-X-1998, amp. 23-R-96).

Una expresión del mencionado derecho fundamental de asociación lo constituye el derecho a la sindicación o de "libertad sindical", el cual consiste en el derecho de los trabajadores y empleadores a organizarse por medio de sindicatos para ejercer aquellas actividades que permitan la defensa y protección de sus intereses laborales.

Su referencia constitucional se encuentra en el artículo 47, el cual prescribe: «Los patrones y trabajadores privados, sin distinción de nacionalidad, sexo, raza, credo o ideas políticas y cualquiera que sea su actividad o la naturaleza del trabajo que realicen, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos. El mismo derecho tendrán los trabajadores de las instituciones oficiales autónomas.

Dichas organizaciones tienen derecho a personalidad jurídica y a ser debidamente protegidas en el ejercicio de sus funciones. Su disolución o suspensión sólo podrá decretarse en los casos y con las formalidades determinadas por la ley».

De igual forma, es posible encontrar en la normativa internacional una explícita referencia a este derecho en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas, 1966), el cual impone a los Estados suscriptores del instrumento la obligación de garantizar «El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos (...)» (artículo 8, letra a).

Por último, es preciso resaltar, como dato referencial, que el Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo (Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948) establece que la libertad sindical comprende: a) el derecho de los trabajadores y empleadores de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas; y, b) el derecho de las organizaciones de trabajadores y de empleadores de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de formular su programa de acción.

De las anteriores referencias normativas puede concluirse que el derecho fundamental a la libre sindicación constituye en la actualidad una conquista irrenunciable e irreversible en el marco de la defensa de los intereses laborales, al cual pueden optar en un plano de igualdad patronos y trabajadores (artículo 204 del Código de Trabajo).

Como derecho humano fundamental, la actividad estatal relacionada a dicho ámbito social se encuentra sujeta a la promoción, facilitación y protección de su ejercicio, pues tal como lo ilustra la jurisprudencia constitucional «el reconocimiento de los derechos fundamentales no es sino una declaración de carácter metajurídico si no se acompaña de garantías suficientes que aseguren la efectividad del ejercicio de tales derechos: el reconocimiento de los derechos fundamentales debe ir acompañado de la intervención de mecanismos jurídicos que aseguren su protección efectiva. Por tanto, la efectividad de los derechos fundamentales depende tanto de su reconocimiento formal cuanto de la existencia de mecanismos jurídicos susceptibles de garantizar su eficacia real» (Sentencia del 29-IX-1997, amp. 20-M-95, considerando IV 1).

De igual manera, tal como sucede respecto del catálogo de derechos fundamentales, las limitaciones o restricciones a éste únicamente pueden devenir de una disposición normativa con rango de ley formal, que establezca los supuestos de hecho en que ello sea posible, y de una determinación clara en la competencia de un órgano facultado también legalmente para ello. De no ser así, la restricción al derecho relacionado sería arbitraria.

4. LAS POTESTADES ADMINISTRATIVAS Y JURISDICCIONALES EN MATERIA DE ASOCIACIONES SINDICALES

El artículo 219 del Código de Trabajo, así como los artículos 4 letra a), 8 letra b) y 22 letra b) de la Ley de Organización y Funciones del Sector Trabajo y Previsión Social, establecen como prerrogativa exclusiva del Ministerio de Trabajo y Previsión Social el otorgamiento de la personalidad jurídica a las asociaciones sindicales, así como su inscripción en el registro correspondiente.

Además de la mencionada competencia registral, el artículo 256 del Código de Trabajo le otorga a la mencionada entidad administrativa potestades de vigilancia sobre las asociaciones sindicales para comprobar si se ajustan a las prescripciones legales en el ejercicio de sus actividades. La entidad encargada de ello es la Dirección General de Trabajo, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 22 de la Ley de Organización y Funciones del Sector Trabajo y Previsión Social.

Sin embargo, desde una interpretación sistemática de la legislación laboral conforme a la Constitución, las facultades de vigilancia que ejerce la entidad administrativa no pueden implicar una restricción del derecho de libertad sindical. Este axioma de protección constitucional se traduce en el precepto contenido en el inciso último del artículo 256 del Código de Trabajo, el cual establece: «Al ejercer sus facultades de vigilancia, las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar los derechos y garantías que la Constitución y este Código consagran a favor de los sindicatos».

En tal sentido, para reforzar dicha protección, el ordenamiento prevé que las sanciones aplicables a las organizaciones sindicales (multa, suspensión de actividades o en último caso su disolución) sólo pueden imponerse siguiendo antes un procedimiento judicial, tal como lo establece el artículo 230 del Código de Trabajo, el cual literalmente dice: «Los sindicatos que en el desarrollo de sus actividades infrinjan las disposiciones de este Código u otras leyes, podrán ser sancionados con multa, suspensión o disolución, las cuales serán impuestas por las autoridades judiciales competentes». Para tal efecto, el artículo 233 del Código de Trabajo establece que se seguirá el procedimiento establecido en los artículos 619 y siguientes del mismo cuerpo legal ante el juez competente.

Así, en particular, la disolución del sindicato opera al haberse comprobado judicialmente nunca de forma administrativamente alguno de los supuestos contemplados en los artículos 231 inciso último o 232 del Código de Trabajo bajo el procedimiento contemplado en los artículos 619 y siguientes de dicho Código. Sólo de manera posterior a la comprobación judicial puede ocurrir el procedimiento de cancelación de la inscripción del sindicato y de las credenciales de los miembros del organismo de dirección (artículo 235 del Código de Trabajo).

Conforme a lo anterior, desde una interpretación garantista de los derechos fundamentales y amparada en el principio contemplado en el artículo 14 del Código de Trabajo, deriva la regla que toda actuación que constituya una restricción del derecho a la libertad sindical, especialmente el relativo a la capacidad de organizarse, tal como acontece con el nombramiento o remoción de los miembros de los órganos de dirección de un sindicato, resulta un campo vedado para las potestades administrativas. Ello es plenamente coherente con lo estipulado en el artículo 4 del ya citado Convenio de la Organización Internacional del Trabajo sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación de 1948, el cual enuncia que las organizaciones de trabajadores y de empleadores no están sujetas a disolución o suspensión por vía administrativa.

Esta prohibición de conocimiento del fuero administrativo tiene una base histórica razonable, puesta en relieve por Javier Pérez Royo, quien manifiesta que el que «la suspensión y disolución de las asociaciones únicamente pueda ser acordada por el poder judicial es una reacción frente a la tradicional suspensión y disolución administrativa característica del ejercicio del derecho en la fase inicial de su reconocimiento en el Estado liberal, antes de que se produjera su democratización. Se trata de una garantía lógica, en la medida en que vincula el ejercicio del derecho constitucionalmente reconocido al legislador y al juez, dejando fuera por completo al poder ejecutivo, excepto en el ejercicio de la competencia registral» (Curso de Derecho Constitucional, Edit. Marcial Pons, Madrid, 2002, pág. 466).

En conclusión, según se desprende de los anteriores razonamientos, aquellos aspectos relacionados con la entidad sindical ya constituida, y que supongan restricciones al derecho fundamental de asociación, únicamente pueden y deben ser resueltos mediante decisión judicial y no administrativa.

5. VIOLACIONES ALEGADAS

La autoridad demandada, por medio de la resolución emitida a las diez horas del catorce de enero de dos mil tres, canceló el asiento de inscripción número doscientos ocho, de folio doscientos nueve, del decimoséptimo Libro de Registro de Juntas Directivas Generales, que lleva dicha dependencia, el cual corresponde a la Junta Directiva General del Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A.

Si bien el objeto del acto impugnado no es la disolución del sindicato sino dejar sin efecto la participación directiva de sus miembros, este Tribunal interpreta que dicha declaración supone una efectiva restricción al derecho de participación en los órganos de dirección, y por tanto, a la libertad sindical. En tal sentido, el conocimiento de esta materia está reservado en forma exclusiva al órgano jurisdiccional —en la jurisdicción laboral— conforme los argumentos supra relacionados.

Es decir, el conocimiento de la controversia que ha suscitado el presente proceso se encuentra reservada en forma exclusiva a la jurisdicción laboral, de conformidad con los argumentos relacionados en el considerando cuarto de los fundamentos de Derecho de la presente sentencia, lo cual excluye, contrario sensu, su conocimiento por parte de la autoridad administrativa.

Dicha interpretación resulta reforzada al no existir en el Código de Trabajo o en la Ley de Organizaciones y Funciones del Sector Trabajo y Previsión Social disposición alguna que habilite a la autoridad administrativa para emitir el acto impugnado.

Se advierte entonces que no existe cobertura legal que ampare la actuación administrativa analizada, pues de acuerdo a la incesante jurisprudencia emanada de esta Sala, el reconocimiento del principio de legalidad contemplado en nuestra Constitución implica que la Administración Pública sólo puede ejecutar aquellos actos que el bloque jurídico le permite, y en la forma en que en el mismo se regule; en otras palabras, sólo puede actuar cuando la ley la faculte y en los términos que le delimite (sentencias del 11/12/98, ref. 34-L-97; 11/12/98, ref.120-C-96; 22/12/98, ref. 50-V-97).

En conclusión, al exceder la emisión del acto administrativo el marco de potestades legales establecidas para el Departamento Nacional de Organizaciones

Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, es procedente declarar su ilegalidad.

Finalmente, debe precisarse que, en principio, en el ordenamiento procesal administrativo salvadoreño la constatación de un solo motivo de ilegalidad en el acto administrativo deriva en la consecuente invalidez de éste último. En reiteradas decisiones de esta Sala se ha establecido que dicha comprobación hace innecesario el examen de otras argumentaciones de ilegalidad, pues la declaratoria de invalidez no admite graduaciones ni la consecuencia será distinta de comprobarse otro u otros vicios alegados. Aunque razones referidas a la naturaleza de las pretensiones planteadas aconsejan en ocasiones la revisión de adicionales fundamentos de la pretensión contenciosa, pues sólo de esa manera es posible satisfacerla en su plenitud, en el presente caso es posible su estimación sin que sea necesario un examen adicional de legalidad. De tal forma que, una vez comprobada la existencia de un vicio en el acto, la Sala considera innecesario y por tanto improcedente continuar el examen del resto de alegatos de ilegalidad planteados.

II. FALLO:

POR TANTO, de conformidad con las razones expuestas y las disposiciones legales anteriormente citadas de la Constitución, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Código de Trabajo y de la Ley de Organización y Funciones del Sector Trabajo y Previsión Social, así como de conformidad con los artículos 128, 131, 132, 421 y 427 del Código de Procedimientos Civiles y 31, 32 y 53 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, a nombre de la República, esta Sala FALLA:

A. Declárase sin lugar la excepción perentoria de ineptitud en la demanda por falta de legítimo contradictor, alegada por el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social. 

B. Declárase que es ilegal la resolución emitida a las diez horas del catorce de enero del año dos mil tres por el Jefe del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, por la cual se cancela el asiento de inscripción número doscientos ocho, de folio doscientos nueve, del decimoséptimo Libro de Registro de Juntas Directivas Generales, correspondiente a la Junta Directiva General del Sindicato de Trabajadores de Empresa Ingenio La Magdalena S.A. 

C.- Como medida para restablecer el derecho violado, procede la acción civil de indemnización por daños y perjuicios.

A. Condénase en costas a la autoridad demandada conforme al Derecho común. 

B. En el acto de notificación, extiéndase certificación de esta sentencia a las partes y a la representación fiscal. 

F.- Devuélvase el expediente administrativo a su oficina de origen.

